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RESUMEN: 
 

La controversia materia de análisis se desarrolló ante el Primer Juzgado 
Especializado en lo Civil de Ica bajo el Expediente No. 2002-00847-0-1401-JR-CI-1 
en un proceso de nulidad de acto jurídico seguido por Alfonso Esteban Valverde 
Gutiérrez (en adelante, el “demandante”) contra Guillermo Enrique Yamashiro Oré, 
Empresa Inversiones Kenzo S.R.L, y la Oficina de Registros Públicos de Ica. 
El punto de partida fue la ejecución de una hipoteca por el Tercer Juzgado 
Especializado en lo Civil de Ica, que recayó en el Expediente No. 203-2000, 
mediante la cual el demandante había contraído una deuda con un banco. Al ser 
parte infiel y no haber cumplido con su obligación de pago, el acreedor hipotecario 
procedió con la ejecución y remate del bien inmueble otorgado en garantía. La 
particularidad de este proceso fue que la sentencia consignó erróneamente los 
datos del predio respecto a su dirección. A pesar de que las partes advirtieron dicha 
situación al colegiado, el pedido fue desestimado y no se realizó la rectificación del 
error material. 
Posteriormente, Guillermo Enrique Yamashiro Oré adquirió el inmueble ejecutado 
mediante remate judicial. Sin embargo, la controversia se presenta porque la Oficina 
Registral de Ica se negó a inscribir tal transferencia basándose en el principio de 
legalidad, recogido en el artículo 2011 del Código Civil y artículos V y 32 del 
Reglamento General de los Registros Públicos, debido a que no existía 
correspondencia entre la dirección del inmueble en la adjudicación por remate con 
aquella que aparecía en la partida registral del mismo. 
Sin perjuicio de lo anterior, el registrador procedió a realizar la inscripción del acto, 
cuya formalización permitió que el bien se venda a Kenzo S.R.L., anotándose el 
derecho de propiedad de esta última en su partida registral. 
Frente esta situación, el demandante fundamentó ante el Primer Juzgado Civil de 
Ica que no era posible inscribir la titularidad de Guillermo Enrique Yamashiro Oré 
pues había adquirido un bien con dirección distinta al ejecutado por remate judicial. 
Para tal efecto, demandó la nulidad del asiento registral donde constaba inscrito el 
dominio de Guillermo Yamashiro, así como la posterior compraventa a favor de la 
mencionada empresa. 
La demanda fue declarada fundada en primera y segunda instancia. Finalmente, en 
casación fue revocada declarándola infundada. De modo que los títulos de 
propiedad de Guillermo Yamashiro y la empresa Inversiones Kenzo S.R.L. se 
declararon válidos. 
La relevancia jurídica de este proceso tiene connotación en hechos actuales. Se 
aprecia como un error material, hecho recurrente en nuestras resoluciones judiciales 
y administrativas, afectan derechos adquiridos legítimamente, como los de 
propiedad, principios registrales, actos procesales e inclusivo derechos 
constitucionales. 
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INTRODUCCIÓN 
 

En el presente trabajo se analiza el Expediente E-1941 cuyo tema de fondo versa 
sobre materia civil específicamente en la transferencia de propiedad mediante un 
título derivado y originario dentro de un proceso de ejecución de garantías. 
Asimismo, este proceso desarrolla aristas del Derecho Registral pues se aplican sus 
principios de tracto sucesivo, legalidad, y la buena fe pública registral, la oponibilidad 
de los derechos reales, entre otros. 

 
En paralelo surge un segundo proceso judicial y terminan contraponiéndose. Desde 
la perspectiva procesal existe colisión puesto que son tramitados en vías diferentes. 
El primero se trata de un proceso único de ejecución (de garantías) mientras que el 
segundo versa sobre uno de conocimiento (nulidad de acto jurídico). Esto conlleva 
a la posibilidad de analizar el impacto de dichos pronunciamientos bajo los principios 
de los Derechos Reales, Derecho Procesal, y sus pronunciamientos más 
importantes. 

 
Es en el segundo proceso donde se cumple con la observancia de pluralidad de 
instancias pues tanto el a quo como el a quem resolvieron mediante sentencias 
estimatorias bajo una misma posición. Empero, mediante recurso extraordinario de 
casación se revoca la decisión declarando infundada la demanda lo que conlleva a 
apreciar el impacto de este tipo de recursos en materia procesal. 

 
Resulta importante analizar cómo las dos primeras instancias someten los temas de 
derechos reales y garantías a su juicio para declarar fundada la demanda y nulo el 
acto jurídico y cómo la Corte Suprema corrige este error. 
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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS: 
 

2. El presente caso inicia con la adquisición de un predio 
ubicado en la Urb. La Angostura Segunda Etapa signado con el Sub Lote 4 
de la Manzana A Lotes 46 y 47, inscrito en la Ficha 010381-010101 del 
Registro de Predios de Ica (en adelante, “Predio Mz. A”), mediante Escritura 
Pública del 7 de marzo de 1990, extendida por el Notario de Ica Eduardo 
Laos Mora, a favor de los esposos señor Alfonso Esteban Valverde Gutiérrez 
(en adelante, “AVG", quien actúa representando a la sociedad conyugal) y la 
señora Diana Sadanori de Valverde. 

 
3. Dicho acto se inscribió en el Asiento C-2 de la citada 

partida. Posteriormente, el 2 de abril de 1992 constituyeron una hipoteca a 
favor del Banco Continental, la cual fue ampliada el 12 de noviembre del 
mismo año. Ambos actos fueron protocolizados mediante Escrituras Públicas 
en las fechas señaladas respectivamente. 

 
4. Expediente 52 – 94 (ejecución de garantía) 

 
5. Luego de dos años, el banco interpone una demanda de 

ejecución de garantías para satisfacer su crédito ante el Tercer Juzgado Civil 
de Ica creándose el Expediente 52 – 94. Este proceso es sumamente 
trascendental para el caso pues el acreedor hipotecario ofreció una 
valorización del inmueble donde se consigna su dirección como: “Av. La 
Angostura y Calle Medano, Lote signado como Sub lote 4 Manzana C – 1 de 
la Urb. Residencial La Angostura 2da Etapa” (en adelante, “Predio Mz. C”). 
Es decir, se presenta una nomenclatura de un predio distinto al bien 
hipotecado. 

 
6. Dicha discrepancia fue advertida por los deudores 

hipotecarios alegando que el Predio Mz. A no resultaba siendo el ejecutado 
por el error que presentaba la tasación aportada al proceso ya que ello 
generaba que i) el valor del inmueble sea menor y ii) la dirección 
correspondía al Predio Mz. C cuya propiedad era del propio banco ejecutante 
y se encontraba inscrito en la Ficha 10017 – 010101 del Registro de Predios 
de Ica. 

 
7. Sin embargo, el juzgado desestimó la pretensión de 

rectificar aquel error. Por lo tanto, el 26 de abril de 2000 se llevó a cabo el 
remate público en donde el Predio Mz. A fue adjudicado al postor ganador, 
el señor Guillermo Enrique Yamashiro Oré (en adelante, “GYO”) por un precio 
de US $ 25,287.50. 

 
8. Lo anterior fue formalizado mediante Resolución 53 del 

8 de mayo de 2000 ya que el juzgado transfiere la propiedad del bien a favor 
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de GYO aun cuando los ejecutados apelaron la sentencia que ordenó el 
remate y mediante Resolución 5, del 5 de enero de 2001, su pedido fue 
desestimado nuevamente. En síntesis, el juzgado no procedió a realizar 
variación alguna de la dirección del inmueble adjudicado pese a las múltiples 
advertencias. 

 
9. Problemas en la formalización de la adjudicación 

 
10. Además de la transferencia de propiedad ordenada por 

el juez GYO requería la formalización de su derecho mediante la inscripción 
en Registros Públicos. Por ello solicitó se cursen los partes judiciales a la 
Oficina Registral de Ica. Esto dio mérito al Título 1342 presentado el 13 de 
marzo de 2001, el cual fue observado. 

 
11. Según Oficio 253-2001-ORLW-ORI/RP, el registrador 

argumentó que no podía inscribir la adjudicación puesto que el título que 
contiene los partes judiciales demuestra una discrepancia en cuanto a la 
ubicación del inmueble en el sentido de que se pretendía incorporar tal acto 
a la partida registral del Predio Mz. A pero que la ubicación proporcionada 
correspondía al Predio Mz. C, inscrito en la Ficha 10017-010101 del Registro 
de Predios de Ica cuyo titular dominial resultaba el Banco Continental – 
Sucursal Ica. 

 
12. GYO solicitó la expedición de nuevos partes al juzgado y 

mediante el Oficio 1435-2001-ORLW-ORI-RP del 27 de diciembre de 2001 
Registros Públicos reitera las observaciones manifestando que debe 
aclararse la ubicación del bien pues la dirección corresponde al Predio Mz. 
C y no al Predio Mz. A, generando una contravención a los antecedentes 
registrales. 

 
13. Es así que GYO solicita al juzgado mediante escrito del 

8 de enero de 2002 que se emitan nuevos partes subsanando lo advertido 
por Registros Públicos. Por su parte, el juzgado mediante la Resolución 77 
ordenó la remisión de documentos, pero sin subsanar lo manifestado. 

 
14. Pese a que en ningún momento se procedió con la 

aclaración o levantamiento de observaciones, el registrador a cargo del título, 
señor Javier Alonso Ramos Morón, procedió con la inscripción registral en la 
partida del Predio Mz. A. 

 
15. Compraventa a favor de Kenzo 

 
16. GYO logró inscribir su derecho de propiedad y vendió el 

Predio Mz. A a favor de Kenzo, una empresa en la que él mismo era 
accionista y gerente administrativo. La compraventa fue elevada a Escritura 
Pública ante el Notario de Ica César Sánchez Baiocchi el 6 de mayo de 2002 
y se inscribió en el Asiento C-4. 
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17. De la demanda: 
 

18. Con fecha 20 de mayo de 2002 AVG interpone una 
demanda de nulidad de acto jurídico contra los i) Registros Públicos – Sede 
Ica, ii) GYO, y iii) Kenzo, asignándole el Expediente 2002 – 847 del Primer 
Juzgado Civil de Ica. 

 
19. El petitorio sostiene que en vía de proceso de 

conocimiento se declare la nulidad del asiento registral 3-C de la Ficha 
010381-010101, que continúa en la Partida 11002418 del Registro de 
Predios de Ica y contiene la adjudicación vía judicial a favor de GYO respecto 
al Predio Mz. A. 

 
20. Argumenta su pedido en que dicho acto adolece de 

nulidad pues el título que ha obtenido GYO es mediante resolución judicial 
expedida por el Tercer Juzgado Civil de Ica donde se señala la ubicación del 
Predio Mz. C, el cual tiene una dirección distinta al del Predio Mz. A, siendo 
este último el que fue objeto del proceso mencionado en el numeral 4. 

 
21. En resumen, AVG sostiene que su propiedad se ubica en 

la dirección del Predio Mz. A y el hecho de que el juzgado haya consignado 
la dirección del Predio Mz. C genera nulidad pues vulnera la identidad del 
bien materia de adjudicación a favor de GYO. 

 
22. Adicionalmente, postula como pretensión accesoria que 

se declare la nulidad de la compraventa a favor de Kenzo, descrita en el 
numeral 15, hecho que se produjo después de la adjudicación vía remate. 

 
23. Reposa sus fundamentos jurídicos en: a) los principios 

del Derecho Registral, como el de legalidad, detallado en el artículo 2011 del 
Código Civil (en adelante, “CC”) y artículo 32 del Reglamento General de los 
Registros Públicos (en adelante, “RGRP”), legitimación, buena fe pública e 
impenetrabilidad, contenidos en los artículos 2013, 2014 y 2017 del CC; b) 
cuestiones de derecho sustantivo como los criterios de nulidad, especificado 
en el artículo 219 del CC; y c) temas de derecho procesal como la 
convalidación de actos procesales advertidos en el artículo 172 del Código 
Procesal Civil (en adelante, “CPC”). 

 
24. De la contestación de GYO y Kenzo: 

 
25. Con fecha 5 de julio de 2002, GYO y Kenzo contestan la 

demanda utilizando los mismos argumentos en ambos escritos y solicitan sea 
declarada infundada. 

 
26. Manifiestan que la tasación presentada para el juicio del 

Exp. 52 – 94 no acarrea nulidad aun cuando la dirección del bien corresponde 
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al Predio Mz. C y no al Predio Mz. A. pues se trata de un documento 
meramente referencial para el proceso de ejecución de garantías. 

 
27. Añaden que lo realmente importante es que se acreditó 

la existencia de una hipoteca sobre el Predio Mz. A y que AVG no honró su 
deuda, motivo por el cual el banco ejecutante procedió con el remate hasta 
la adjudicación a favor de GYO. Asimismo, refuerza su posición basándose 
en que de los medios probatorios del expediente se aprecia que el área del 
Predio Mz. A es de 1,405.00 m2 lo cual se condice con la realidad del terreno. 

 
28. Por otro lado, confirman que dentro del Exp. 52 – 94 

existieron pedidos de nulidad por parte de AVG sosteniendo que se remataría 
un inmueble ajeno; es decir, el Predio Mz. C. Sin embargo, aquella 
discrepancia fue resuelta por Resolución de Segunda Instancia 28 por la Sala 
Superior Civil de Ica con fecha 4 de febrero de 1997, donde supuestamente 
se hizo un análisis de la dirección del bien ejecutado. 

 
29. Asimismo, ratifican el hecho de que Registros Públicos 

de Ica denegara las inscripciones en dos oportunidades pero que mediante 
Resoluciones 4 y 5 de la Sala Superior de Ica ambas de fecha 5 de enero de 
2001 se subsanó dicha divergencia. Por lo tanto, se procedió con la 
inscripción del derecho de GYO. 

 
30. Reposan sus fundamentos jurídicos en: a) la adquisición 

de propiedad mediante remate público es válida y no contraviene a los 
artículos 2011 y 2014 del CC; b) se trata de un caso de error material, pero 
aquel no vicia la adjudicación pues así lo estipula el artículo 209 del CC; y c) 
la compraventa a favor de Kenzo cumple con los requisitos de validez y no 
nulidad de todo acto jurídico inmersos en los artículos 140 y 219 del CC. 

 
31. De la contestación de Registros Públicos 

 
32. El 10 de julio de 2002 el Estado contesta la demanda 

solicitando sea declarada improcedente y/o infundada. 
 

33. Sostiene que la adjudicación a favor de GYO contiene 
intereses de terceros que escapan de toda responsabilidad funcional de la 
Administración. Advierte que a Registros Públicos se presentan situaciones 
jurídicas adquiridas extra registralmente y por ello no puede pronunciarse 
sobre la validez de tal adquisición. En tal sentido, no presenta legitimidad ni 
interés alguno para formar parte del proceso. 

 
34. Reposa su razonamiento jurídico en: a) la autonomía de 

sus funcionarios en ejercicio de sus funciones registrales, amparada por el 
artículo 2 de la Ley 26366 – Ley de Creación del Sistema Nacional de los 
Registros Públicos; b) el fin de esta institución es dotar de seguridad jurídica 
a los actos y contratos cuya inscripción es solicitada por mandatos legales o 
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judiciales; y c) si fuera el caso de existir nulidad en algún acto inscrito, solo 
será el Poder Judicial el legitimado para declararla en concordancia con los 
artículos séptimo del Título Preliminar y 172 del RGRP. 

 
35. De la sentencia de primera instancia 

 
36. Con fecha 20 de enero de 2003 se declaró fundada la 

demanda. En consecuencia, se proclamaron nulos el Asiento Registral C-3 
que contenía la adjudicación del Predio Mz. A a favor de GYO, y la 
compraventa a favor de Kenzo inscrita en el Asiento Registral C-4, ambos de 
la Ficha 010381 – 010101 y se ordenó inscribir la sentencia. 

 
37. El Primer Juzgado Civil de Ica confirma que existió una 

hipoteca a favor de AVG la cual fue ampliada posteriormente a favor del 
banco ejecutante, quien seguiría el proceso de ejecución de garantías en el 
Exp. 52 – 94 respecto al Predio Mz. A. 

 
38. No obstante, para efectos de ejecutar la hipoteca el 

acreedor aporta una tasación de un inmueble distinto al bien materia del 
proceso pues correspondió al del Predio Mz. C y es este último el que termina 
adjudicándose a GYO. 

 
39. También se corrobora que los dos oficios remitidos por 

Registros Públicos de Ica al Tercer Juzgado Civil, a cargo del expediente de 
ejecución, señalaban que no procedía la inscripción pues se intentaba 
inscribir la transferencia de propiedad del Predio Mz. C en la partida del 
Predio Mz. A. 

 
40. Para este colegiado las observaciones realizadas 

registralmente no fueron subsanadas respecto a la ubicación e identificación 
del inmueble por el órgano jurisdiccional que asumió la causa del Exp. 52 – 
94 pese a la advertencia por Registros Públicos y por el propio ejecutado 
AVG. 

 
41. La conclusión fue que a GYO no se le adjudicó el Predio 

Mz. A. Es decir, su título de propiedad es nulo y pese a ello Registros Públicos 
lo inscribió vulnerando los principios registrales de fe pública, legalidad e 
impenetrabilidad debido a que solo procede la inscripción de un título cuando 
es compatible con los antecedentes registrales. Así las cosas, se ha 
evidenciado la vulneración a los artículos 2011 y 2017 del Código Civil. 

 
42. Por otro lado, este juzgado desestimó que AVG y Kenzo 

hayan podido acreditar que la dirección del inmueble fuera aclarada mediante 
alguna resolución del Exp. 52 – 94. 

 
43. En consecuencia, la compraventa del Predio Mz. A entre 

AVG y Kenzo también adolece de nulidad pues el único fin perseguido con 
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este acto habría sido convalidar la adjudicación a favor de GYO. Se dejó 
constancia de que el fin era ilícito puesto que se ha transferido un bien ajeno, 
siendo un imposible físico y jurídicamente, en concordancia con los 
numerales 3 y 4 del artículo 209 del CC. 

 
44. En cuanto a la defensa de Registros Públicos, se estimó 

que no puede ampararse la falta de legitimidad para ser parte del proceso 
puesto que si nunca se hubiera procedido a inscribir la adjudicación a favor 
de GYO incluso con los vicios advertidos entonces no existiría la presente 
litis. No existió motivo que justifique el proceder del registrador público. Por 
tanto, sí se encuentra incluido en la relación procesal. 

 
45. De la apelación de GYO 

 
46. Con fecha 10 de febrero de 2003 GYO interpone recurso 

de apelación contra la Resolución 14 de primera instancia solicitando se 
revoque esta y se declare la nulidad de todo lo actuado. 

 
47. Por un lado, sostiene su postura manifestando que el 

colegiado no especifica cuál es la norma que ha sido transgredida para 
respaldar que la compraventa a favor de Kenzo resulta nula. Por lo que tal 
decisión es arbitraria y perjudica a dicha empresa en su adquisición 
amparada en la buena fe pública registral. No se trata de una artimaña legal 
entre Kenzo y GYO para sorprender a la legalidad de nuestro ordenamiento. 

 
48. Agrega el hecho de que no se ha merituado 

correctamente los medios probatorios aportados al proceso debido a que el 
Exp. 94 – 52, tramitado ante el 3er Juzgado Civil de Ica, tiene como finalidad 
el remate del Predio Mz. A y así fue postulado desde el inicio de dicha litis. 

 
49. La tasación que se aportó contiene un error material en 

cuanto a su ubicación lo cual generaría la confusión de que se trata del Predio 
Mz. C. Sin embargo, existen otros elementos que permiten afirmar que se 
trataba del Predio Mz. A como la inspección practicada por el perito tasador, 
quien se constituyó en el bien para poder valorizarlo. 

 
50. Asimismo, de la propia partida del Predio Mz. A podía 

analizarse que el inmueble contenía los antecedentes registrales necesarios 
para la conducción del juicio. Detalles registrales como i) nombre de los 
propietarios, ii) descripción del inmueble y iii) área del terreno permitían al 
juzgado y AVG entender que siempre se trató del Predio Mz. A. 

 
51. El acta de diligencia de remate del 26 de abril de 2000 

también contiene información que evidencia que se trató del Predio Mz. A y 
que todavía cuando existió el error material que podría confundirlo con el 
Predio Mz. C este tiene una descripción de ubicación errónea también. 
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52. El Predio Mz. C se encuentra ubicado en la Mz. C – 1 en 
la Tercera Etapa de la Urb. La Angostura y no en la “Mz. C – 1 de la Urb. La 
Angostura, Segunda Etapa” lo cual demostraría que la afirmación de AVG 
es errónea y trata de confundir al juzgado. 

 
53. La nulidad tanto de la adjudicación a favor de GYO como 

de la compraventa a favor de Kenzo han sido anulados por transgresión a los 
artículos 2011 y 2013 del CC; empero, aquellos no se sancionan con nulidad. 

 
54. Adicionalmente, se sostiene que el petitorio de la 

demanda se basa en la nulidad del Asiento C-3 más no del título que dio 
mérito a dicha inscripción. Por tal razón, solo procedería la nulidad del 
referido asiento si se declarase también la del título, situación que no ha 
ocurrido pues el juzgado amparó la demanda sin manifestar que el acto de 
adjudicación también es nulo. 

 
55. Se advierte que AVG ha utilizado el error material a su 

conveniencia puesto que el Exp. 52 – 94 tuvo como resultado la adjudicación 
a GYO y posterior levantamiento de hipoteca. Es decir, si se anulaba la 
adjudicación entonces AVG tendría nuevamente la propiedad del Predio Mz. 
A puesto que la garantía por la que se había ejecutado quedaría levantada. 

 
56. Por su parte, Kenzo reafirma que su adquisición es válida 

pues se ampara en la buena fe pública registral, contenida en el artículo 2014 
del CC puesto que a la fecha de la compraventa no existía anotación en la 
partida que evidencie el posible litigio. 

 
57. De la sentencia de segunda instancia 

 
58. Con fecha 24 de junio de 2003 se emitió la Resolución 

23 de la Sala Civil de Ica declarando confirmar la decisión tomada en primera 
instancia por el Primer Juzgado Especializado en lo Civil. 

 
59. La decisión radica en que la sala concluye que del Exp. 

94 – 52 se puede apreciar que se remata el Predio Mz. C y no el Predio Mz. 
A, ejecutándose un bien distinto al hipotecado. 

 
60. Las observaciones realizadas por el registrador 

encargado de analizar la adjudicación a favor de GYO son rotundas. 
Precisamente, por tratarse de una dirección distinta al del bien dado en 
garantía no podía inscribirse. Era un impedimento legal. 

 
61. A pesar de lo advertido, Registros Públicos inscribió la 

transferencia de dominio sin mandato judicial que subsane sus defectos. He 
ahí la vulneración al derecho de propiedad de AVG pues se inscribió un 
derecho de manera irregular. 
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62. Para esta decisión la sala toma en consideración la 
vulneración de los principios registrales de legalidad, tracto sucesivo y 
prioridad excluyente, reconocidos en los artículos V, VI y X del Título 
Preliminar del RGRP, además de los principios registrales advertidos en la 
sentencia de primera instancia. 

 

63. Del recurso de casación interpuesto por GYO y 
Kenzo 

 

64. El 9 de julio de 2003 solicitan declarar fundado el recurso 
y la nulidad de la sentencia de primera instancia. 

 
65. Los argumentos se basan en la inaplicación de normas 

de derecho material e interpretación errónea de las mismas, amparados en 
el artículo 388 del CPC. 

 
66. Como primer argumento utilizan la inaplicación del 

numeral 5 del artículo 139 de la Constitución ya que se ha declarado nulo el 
asiento registral que contiene la adjudicación a favor de GYO sin hacer 
mención expresa a la ley que sanciona con nulidad la extensión del asiento. 
Ello contraviene la garantía de la debida motivación de las resoluciones 
judiciales. El juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso y no 
puede considerar más de lo expuesto en el petitorio de acuerdo con el 
artículo VII del Título Preliminar, es un fallo ultrapetita, agrega. 

 
67. Como segundo argumento se invoca la inaplicación del 

literal c del artículo 94 del RGRP el cual dispone que en caso de declararse 
la nulidad de la inscripción por falta de alguno de los requisitos esenciales se 
puede accionar con la rectificación que prevea el RGRP, situación que no ha 
sido considerado por las dos instancias. Esto permitiría apreciar que se han 
vulnerado las reglas de valoración de las pruebas establecidas en los 
artículos 188 y 197 del CPC pues se han basado a efectuar la revisión de un 
fallo judicial emitido en el Exp. 94 – 52. En síntesis, también se trata de una 
vulneración al principio de cosa juzgada, amparado en el numeral 2 del 
artículo 139 de la Constitución. 

 
68. Como tercer argumento se sostiene la inaplicación del 

artículo VIII del Título Preliminar del RGRP ya que este consagra la buena fe 
pública registral. Esta fue dotada a la compraventa a favor de Kenzo pero 
también a la de GYO pues adquirió el Predio MZ. A basándose en la 
información registral. 

 
69. Como cuarto argumento se presenta al artículo V del 

Título Preliminar del RGRP que desarrolla el principio de legalidad, en 
concordancia con el artículo 2011 del CC. Alegan que se trata de un error 
cometido por la sentencia de segunda instancia al invocar dicho artículo pues 
si se interpreta correctamente se entiende que los registradores no pueden 



13  

advertir la existencia de vicios o errores procesales ya que las mismas son 
materia de impugnación en su propia vía cuando son tramitadas en su 
expediente procesal. Añade que el registrador a cargo del título de 
adjudicación a favor de GYO cumplió con sus funciones y se sometió al 
mandato judicial. 

 
70. Como quinto argumento se sostiene la interpretación 

errónea del artículo VI del Título Preliminar sobre el principio del tracto 
sucesivo, en concordancia con el artículo 2015 del CC. La cuestión planteada 
es que en segunda instancia no se realiza su correcto análisis puesto que 
tanto del aspecto subjetivo como objetivo se concluye que existen elementos 
que analizados de forma conjunta hacen indubitable que el bien materia de 
este proceso sea el Predio Mz. A. 

 
71. El último argumento es respecto a la interpretación 

errónea del artículo X del Título Preliminar del RGRP, relacionado con el 
artículo 2017 del CC respecto al principio de prioridad excluyente toda vez 
que el título de GYO no es incompatible con el derecho de propiedad 
previamente inscrito de AVG ni la hipoteca constituida y ejecutada 
posteriormente. 

 
72. De la procedencia del recurso de casación 

 
73. El 3 de octubre de 2003 mediante Casación 2114 – 2003 

ICA se produjo controversia respecto a la declaración de procedencia del 
recurso planteado por GYO y Kenzo. 

 
74. De los 5 magistrados supremos que asumieron la causa 

3 estuvieron a favor de la procedencia y 2 en contra: 
 

75. Argumentos a favor de la procedencia 
 

76. Se desestima los argumentos advertidos en los 
numerales 66, 69 y 70, pues i) el registrador no calificó irregularmente la 
formalidad del mandato judicial, y ii) la debida motivación de las resoluciones 
judiciales no procede en casación pues se obtuvieron mediante la valoración 
probatoria conforme al artículo 122 del CPC. 

 
77. No obstante, admisible el recurso por los argumentos 

advertidos en los numerales 67, 68 y 71 pues satisfacen los requisitos de 
fondo que contempla el numeral 2 del artículo 388 del CPC. 

 
78. Argumentos a favor de la improcedencia 

 
79. Se desestima la admisión debido a i) que no procede a 

instancias supremas la revisión del material probatorio dado que ello ya ha 
sido examinado en las instancias de mérito; ii) la casación solo analiza vicios 
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in iudicando y resulta un contrasentido que los recurrentes sostengan que 
existe una indebida motivación pero al mismo tiempo manifiesten que existe 
interpretación errónea pues ello da cuenta de que ha existido 
fundamentación jurídica por los colegiados; y iii) los argumentos de los 
numerales 68 al 71 se refieren a normas reglamentarias y no son revisables 
en casación pues está reservada a aquellas de derecho material. Por último, 
los recurrentes han omitido señalar cómo debería ser la correcta 
interpretación de las normas de derecho material, en consecuencia, no han 
fundamentado claramente. 

 
80. En virtud de la discordia presentada llamaron al voto 

dirimente y el 3 de octubre de 2003 se declaró procedente el recurso de 
casación. 

 
81. Dictamen 124-2004-FSC-MP 

 
82. El Ministerio Público fue consultado y mediante este 

dictamen se pronuncia sobre los puntos controvertidos fijados por la Corte 
Suprema para casación los cuales son la interpretación errónea de los 
artículos IV, X, y VIII del Título Preliminar del RGRP. 

 
83. Sostiene que existe una interpretación errónea de norma 

de derecho material pues el juez ha elegido la norma pertinente, pero se ha 
equivocado en su significado. 

 
84. Asimismo, se indica que AVG afirmó en el escrito de 

contradicción del Exp. 52 – 94 que el inmueble de su propiedad es el que 
corresponde a la dirección del Predio Mz. C que erróneamente se estaba 
consignando en el expediente y en la tasación. Por su parte la partida 
registral del bien de AVG produjo certeza en los juzgadores. 

 
85. Se hace hincapié en que el registrador acató el mandato 

judicial de inscribir el derecho a favor de GYO y que las instancias de mérito 
hacen una incorrecta interpretación de los artículos 2015 y 2017 del CC sobre 
tracto sucesivo y prioridad excluyente respectivamente. 

 
86. La adquisición de GYO se encuentra protegida por la 

buena fe registral puesto que existen elementos que dotan de certeza al bien 
objeto del negocio jurídico. 

 
87. Por tales consideraciones, el Ministerio Público otorga la 

opinión de que sea declarada fundada la casación interpuesta por GYO. 
 

88. Sentencia de tercera instancia 
 

89. El 22 de setiembre de 2004 la Sala Civil Transitoria de la 
Corte Suprema declara fundada la Casación 2114-03 ICA convirtiendo la 
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sentencia de segunda instancia en nula y reformando la de primera en 
infundada. 

 
90. El supremo colegiado analiza el principio del tracto 

sucesivo y lo define como la concordancia entre el derecho que se inscribe y 
el inscrito inmediatamente antes. En tal sentido, se tiene que la adquisición 
de GYO fue mediante mandato judicial lo cual exime de responsabilidad al 
registrador de acuerdo con el artículo 2011 del CC y de lo actuado en el Exp. 
52 – 94 resulta contundente entender de que se trata del Predio Mz. A. 

 
91. Respecto al principio de prioridad excluyente, la sala 

manifiesta que se basan en el error material para alegar la vulneración a tal 
principio y con ello anular la adjudicación a favor de GYO. Sin embargo, la 
identificación del bien no solo era posible por la ubicación que contenía el 
error material sino además por los demás elementos que obran en el Exp .52 
– 94 como es la hipoteca constituida por AVG, la propia partida registral y en 
lo que ella se describe. 

 
92. Sobre la buena fe pública registral, la Corte explica los 

requisitos que debe cumplir todo adquiriente que pretenda su protección en 
este principio: i) onerosidad; ii) buena fe; iii) titularidad registral del otorgante; 
iv) inscripción del adquiriente; e v) imposibilidad de conocimiento de causas 
que anulen el derecho del otorgante los cuales han sido cumplidos por GYO 
y Kenzo. 

 
93. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
 

94. Cuestiones de Derecho Civil 
 

95. ¿Cuándo se considera transferida la propiedad en un 
proceso de ejecución de garantías? 

 
96. ¿Es posible recuperar el dominio de un inmueble 

ejecutado cuando se declara nula su adjudicación en remate? 
 

97. Cuestiones de Derecho Registral 
 

98. ¿Cómo puede anularse una adquisición amparada en la 
buena fe pública mediante mandato judicial si se presupone que este 
principio dota de blindaje jurídico al adquiriente? 

 
99. ¿Qué ocurre cuando existen nulidades manifiestas en los 

títulos provenientes de mandatos judiciales? 
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100. Cuestiones de Derecho Procesal 
 

101. ¿Es posible la corrección de sentencias judiciales 
cuando estas hayan adquirido la calidad de consentida? 

 
102. ANÁLISIS: 

 

103. A continuación, desarrollaremos las respuestas a las 
anteriores interrogantes haciendo énfasis en los hechos del presente caso y 
sus implicancias para el Derecho. Para entender cada pregunta primero se 
debe conocer la naturaleza jurídica de los conceptos que se desprenden de 
aquellas. 

 
104. ¿Cuándo se considera transferida la propiedad en un 

proceso de ejecución de garantías? 
 

105. La transferencia de propiedad consiste en el cambio de 
titularidad del dominio sobre un determinado bien, sea este mueble o 
inmueble. Este acto implica que quien tiene el derecho de propiedad lo pierda 
y sea trasladado a la esfera patrimonial del adquiriente1. 

 
106. Nuestro ordenamiento regula de manera diferenciada las 

transferencias de propiedad pues bifurca el modo de hacerlas en base al 
objeto materia de adjudicación. Si nos referimos a transferencias de muebles, 
estas se regulan por el artículo 947 del CC, mientras que, si tratamos sobre 
inmuebles, el artículo que los aborda es el 949 del mismo código, el cual 
detalla lo siguiente: 

 
“La sola obligación de enajenar un inmueble determinado hace 

al acreedor propietario de él, salvo disposición legal diferente o pacto en 
contrario.” (Subrayado agregado) 

 

107. Al respecto dicen los tratadistas PLANIOL Y RIPERT: 
 

“El derecho francés ha abandonado el antiguo principio que 
imponía como necesaria la tradición para realizar la transmisión. En nuestras 
leyes, el contrato es, no solamente fuente de obligaciones como en derecho 
romano, sino también traslativo de la propiedad. Vender, es enajenar; ambas 
nociones eran distintas en la antigüedad; hoy se confunden. La transmisión 
de la propiedad se ha convertido en un efecto directo e inmediato del contrato 
como la misma creación de las obligaciones. El comprador, el permutan te, 
el donatario devienen propietarios de la cosa al mismo tiempo que 
acreedores del enajenan te; la obligación de transmitir la propiedad 
convenida entre las partes, es ejecutada al mismo tiempo que se forma. Este 

 
1 VALENCIA ZEA, Arturo. Derecho Civil, Derechos Reales. Tomo II. Bogotá: Editorial Temis Ltda., 
1973, p. 212. 
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resultado se expresa diciendo que la propiedad se transmite por el mero 
consentimiento”2 

 

108. En sede nacional el profesor FERNANDEZ ha señalado 
lo siguiente: 

 

“El consenso, como mecanismo de transmisión inmobiliaria, 
tiene la virtud de maximizar la circulación de la riqueza, a bajos costos de 
transacción aún cuando -es cierto- la seguridad jurídica que brinda es sólo 
tangible a nivel colectivo y no individual. Por ello, no es el sistema ideal de 
transferencia del dominio inmobiliario, sino, el más conveniente para 
maximizar la circulación de la riqueza cuando las condiciones económicas y 
sociales de una sociedad determinada hacen inaplicable aquello que hemos 
denominado «sistema ideal de transferencia de la propiedad”3 

 

109. Lo anterior fue acogido por nuestro ordenamiento y se 
resume en que el solo hecho de manifestar la intención de transferir 
propiedad convierte en el receptor de dicho mensaje en propietario del 
inmueble. Se puede apreciar que, si bien se trata de una obligación adquirida 
por parte del manifestante en formalizar luego la transferencia de propiedad, 
nuestro ordenamiento ha acogido la tesis del consensualismo manifestando 
que con la voluntad ya se transmitió la propiedad. 

 
110. En la judicatura también se han emitido 

pronunciamientos sentenciando lo advertido. Por ejemplo, mediante 
fundamento quinto de la Casación 4823 – 2015 LIMA de fecha 14 de 
noviembre de 2016 se evidencia: 

 
“Conforme lo dispone el artículo 949 del Código Civil, la sola 

obligación de enajenar un inmueble determinado hace al acreedor propietario 
de él, salvo disposición legal diferente o pacto en contrario; esto es, que 
resulta suficiente la voluntad de transferir, de un sujeto, para que el otro 
adquiera la propiedad.” 

 
111. Asimismo, mediante fundamento octavo de la Casación 

1615 – 2018 LIMA ESTE de fecha 10 de enero de 2020 se sostiene: 
 

“(…) la propiedad se transmite con el sólo consentimiento de 
las partes conforme a lo establecido en el artículo 949 del Código Civil” 

 
 
 
 

2 PLANIOL, Marcelo y RIPERT, Jorge. Tratado Práctico de Derecho Civil Francés. Tomo II. Cultural 
S.A., Habana, 1946, p. 534. 
3 FERNANDEZ, Gastón. La obligación de enajenar y el sistema de transferencia de la propiedad 
inmueble en el Perú. En Revista Themis. Lima, 2011, Nro. 60, p. 172. 
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112. Ahora bien, luego de conocer cómo funciona la 
transferencia de propiedad en nuestro país cabe preguntarse: ¿dentro de un 
proceso de ejecución de garantías cómo se entiende la translación de 
propiedad? 

 
113. Proceso de ejecución de garantías 

 
114. No abordaremos su naturaleza procesal sino los efectos 

reales que se despliegan cuando se ejecuta la garantía constituida por 
inmuebles (hipotecas). 

 
115. Este tipo de procesos buscan la satisfacción de un 

derecho de crédito a favor de su acreedor mediante la penalización y 
confiscación del inmueble del deudor, quien pierde la propiedad para que el 
juez vía remate proceda con su venta. El dinero que se obtenga del remate 
servirá para cancelar el monto adeudado al acreedor hipotecario. 

116. En doctrina nacional, la profesora ARIANO sostiene: 

“En efecto, hay que tomar en cuenta que la ejecución de 
garantías fue concebida como una variante simplificada del proceso 
ejecutivo, que implicaba para el acreedor que tenía a su favor una garantía 
real toda una serie de “ventajas” procesales, en cuanto se le permitía 
“ahorrarse” una serie de actos de los que normalmente componen una 
ejecución “común. De allí que lo que el legislador haya querido es que desde 
la demanda de ejecución misma estuvieran presenten todos los elementos 
para poder realizar los actos de enajenación forzada (remate judicial o 
adjudicación) enderezados a satisfacer al acreedor ejecutante.”4 

 
117. Este procedimiento se encuentra regulado en el Capítulo 

IV del CPC sobre ejecución de garantías. El artículo 720 del mismo código 
evidencia: 

 
“Procede la ejecución de garantías reales, siempre que su 

constitución cumpla con las formalidades que la ley prescribe y la obligación 
garantizada se encuentre contenida en el mismo documento o en cualquier 
otro título ejecutivo. (…) Si el bien fuere inmueble, debe presentarse 
documento que contenga tasación comercial actualizada realizada por dos 
ingenieros y/o arquitectos colegiados, según corresponda, con sus firmas 
legalizadas.” 

 
118. Asimismo, se trata de un tipo de proceso muy común en 

nuestras cortes. Tanto que el Sexto Pleno Casatorio abordó esta cuestión y 
 
 

4 ARIANO, Eugenia. La ejecución de garantías reales en el Perú. Antecedentes olvidados y 
perspectivas de reformas. En Revista Jurídica Docentia et Investigatio. Lima, 2016, Vol. 18, p. 94. 
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mediante su fundamento 25 de la Casación 2402 – 2012 LAMBAYEQUE se 
sentenció: 

 
“La ejecución de garantías, entendida en doctrina como 

‘ejecuciones comerciales’, ‘ejecuciones aceleradas’ y ‘procesos de ejecución 
calificada’ es un proceso por el que el titular del derecho real puede hacer 
efectiva la venta del bien por el incumplimiento del deudor de la obligación 
garantizada; debiendo para tal propósito acompañarla demanda ejecutiva 
con el título o los títulos de crédito, reservado de los requisitos de la ley; es 
decir, la regla general es que deberá aportarse la escritura de hipoteca 
inscrita revestida con los requisitos que la ley exige para despachar 
ejecución, pudiendo incluso integrarse o acreditarse el título constitutivo con 
un título extra registral que conforme al ordenamiento lleve aparejada 
ejecución” 

 
119. Así las cosas, en materia de ejecución de garantías se 

entiende que el deudor pierde la propiedad para garantizar la obligación 
pactada con su acreedor. 

 
120. Sin embargo, se suscitan ciertas interrogantes como por 

ejemplo: ¿cuándo pierde la propiedad el deudor?, ¿En el momento que 
constituye la hipoteca?, ¿cuando se vence la obligación garantizada?, ¿con 
la sentencia de la demanda de primera instancia?, o ¿cuando se adjudica el 
bien mediante remate? 

 
121. Dadas aquellas interrogantes podemos confirmar que a 

diferencia de las transferencias de propiedad reguladas en el 949 del CC no 
resulta tan sencillo sostener que se aplique de igual forma para las hipotecas 
cuando estas no necesariamente implican transferencia de propiedad sino 
hasta su ejecución. 

 
122. La ejecución de garantía hipotecaria 

 
123. Se trata de un derecho real de garantía que afecta un 

inmueble en respaldo de una obligación determinada o determinable por un 
monto en dinero. El artículo 1097 del CC detalla: 

 
“Por la hipoteca se afecta un inmueble en garantía del 

cumplimiento de cualquier obligación, propia o de un tercero. La garantía no 
determina la desposesión y otorga al acreedor los derechos de persecución, 
preferencia y venta judicial del bien hipotecado.” 
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124. Con ello se reafirma lo advertido en el numeral 115, la 
sola constitución de hipoteca no genera la perdida de propiedad sino 
franquea los derechos que ostenta el acreedor hipotecario5. 

 
125. En ese sentido refuerza RAMOS: 

 
“La hipoteca es un derecho real de garantía, donde no existe 

un desprendimiento del dominio, sino una mera afectación sujeta a una 
condición suspensiva futura, esto es, al impago que pueda cometer el deudor 
hipotecario. No existe transmisión de propiedad sino hasta el momento en el 
que se judicializa y aquella se pierde por sentencia”6 

 

126. Para este punto es importante recordar que el artículo 
949 del CC no es absoluto pues manifiesta que de existir disposición legal 
diferente la transferencia de propiedad quedará subsumida en la norma 
específica. 

 
127. El dispositivo legal que regula las transferencias de 

propiedad en procesos de ejecución se encuentra regulado en el artículo 739 
del CPC, el cual se presenta a continuación: 

 
“En el remate de inmueble el Juez ordenará, antes de cerrar 

el acta, que el adjudicatario deposite el saldo del precio dentro de tercer día. 
Depositado el precio, el Juez transfiere la propiedad del inmueble mediante 
auto que contendrá: 1. La descripción del bien; 2. La orden que deja sin efecto 
todo gravamen que pese sobre éste, salvo la medida cautelar de anotación 
de demanda; se cancelará además las cargas o derechos de uso y/o disfrute, 
que se hayan inscrito con posterioridad al embargo o hipoteca materia de 
ejecución. 3. La orden al ejecutado o administrador judicial para que entregue 
el inmueble al adjudicatario dentro de diez días, bajo apercibimiento de 
lanzamiento. Esta orden también es aplicable al tercero que fue notificado 
con el mandato ejecutivo o de ejecución; y 4. Que se expidan partes judiciales 
para su inscripción en el registro respectivo, los que contendrán la 
transcripción del acta de remate y del auto de adjudicación.” (Subrayado 
agregado) 

 
128. En sede jurisprudencial, el fundamento sexto de la 

Casación 4444-2015 HUAURA, de fecha 17 de mayo de 2016, emitida por la 
Corte Suprema ha profundizado sobre el tema de la siguiente manera: 

 
 
 
 

5 BORDA, Guillermo. Manual de Derechos Reales. Cuarta Edición. Buenos Aires: Editorial Perrot, 
1994, p. 318. 
6 RAMOS, Carlos. La hipoteca naval en el Perú: ¿Mueble o inmueble? Un debate que no acaba. En 
Tratado de la Hipoteca, Jurista Editores, Lima, 2018, p. 207. 
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“Cabe señalar que el hecho que los ejecutantes se hayan 
convertido en adjudicatarios del bien rematado (donde el monto adeudado ha 
sido pagado con el remate) no cambia la situación, de que el acto de remate 
no es un acto definitivo, mientras no se emita la resolución de adjudicación, 
que es a través de la cual se verifica que el pago de la deuda con el remate 
ha quedado firme.” 

 
129. Así las cosas, podemos concluir que no se trata de una 

adquisición de propiedad de forma originaria por voluntad del propietario sino 
se trata de una derivada por mandato del juez en virtud de la deuda no 
honrada del deudor hipotecario. 

 

130. Respecto a la ejecución hipotecaria HURTADO señala lo 
siguiente: 

 

“La hipoteca es una figura que si bien cuenta con regulación 
en el Código Civil, en el cual encontramos los presupuestos para su validez 
y eficacia; entendemos sin embargo, que la misma desarrolla sus efectos con 
plenitud dentro del proceso civil. Es aquí en la que encontramos –se puede 
decir– el aspecto dinámico de la hipoteca, sobre todo en los procesos de 
ejecución de garantías.”7 

 
131. En el caso materia de este trabajo se puede apreciar 

cómo se aplica en la práctica el artículo 739 del CPC mediante la diligencia 
de remate (ejecución de hipoteca) en el Exp. 52 -94, llevada a cabo el 26 de 
abril de 2000. Presentamos la parte pertinente: 

 

 
 

7 HURTADO, Martín. Proceso de ejecución de garantía hipotecaria. En Revista Derecho y Sociedad. 
Lima, 2012, No. 38, p. 133. 
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132. Podríamos decir que incluso cuando la transferencia de 
propiedad se entiende efectuada por la orden del juez esta se encuentra 
sujeta a condición de que el adjudicatario pague le precio total del monto del 
remate. Solo si se cumple con esta condición se entiende la transferencia 
válida y eficaz puesto que de lo contrario se anularía el remate y procederían 
a una nueva convocatoria. 

 
133. Por lo expuesto, se puede concluir respecto a esta 

pregunta que incluso cuando la norma procesal manifiesta cómo se produce 
esta transferencia de propiedad no es sino hasta el pago total cuando el 
postor y/o adjudicatario ha adquirido correctamente y se convierte en el 
nuevo propietario. 

 
134. ¿Es posible recuperar el dominio de un inmueble 

ejecutado cuando se declara nula su adjudicación en remate? 
 

135. Sí es posible. Este cuestionamiento se desprende de la 
anterior pregunta, advertida en el numeral 105, donde se mencionó al artículo 
739 del CPC para detallar cómo opera la transferencia de propiedad en 
remates judiciales. 

 
136. Sin embargo, debemos recordar lo que le sucedió en el 

presente caso. GYO, quien adquirió correctamente vía remate, pagó el saldo, 
el Predio Mz. A. Este le fue adjudicado, se levantaron las cargas y 
gravámenes de la respectiva partida registral y después su adquisición fue 
declarada nula, lo cual suponía que jamás adquirió el bien mediante remate 
ni tampoco tuvo la condición de adjudicatario. 

 
137. ¿Qué ocurrió con la propiedad entonces?, ¿jamás dejó 

de ser propietario AVG? Para responder estas interrogantes debemos tener 
los tiempos ordenados para apreciar la traslación del derecho material. 

 
138. Hasta antes del remate del 26 de abril de 2000 AVG era 

propietario del Predio Mz. A inclusive cuando el juicio se encontraba en etapa 
de ejecución. Después del acta de remate, la transferencia de propiedad se 
hizo a favor de GYO, es decir el mismo día se convirtió en nuevo propietario. 

 
139. Empero, como ya se ha detallado anteriormente 

mediante sentencia de primera instancia se declaró nula su adjudicación. Lo 
cual podría generar confusiones puesto que se creería que la propiedad se 
mantuvo en una especia de limbo sin propietario ya que AVG la perdió por el 
remate que GYO ganó, para que este último la perdiera por sentencia de 
primera instancia del Exp. 2002 – 847. 

 
140. Absolver esa conjetura resulta sencilla si conocemos los 

efectos de la sentencia de primera instancia. Mediante aquella se declaró 
nula tanto la adjudicación a favor de GYO como la compraventa de Kenzo. 
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La nulidad representa que determinado acto jurídico no produzca más 
efectos legales y que incluso si en la práctica hay consecuencias ellas no son 
amparadas por el ordenamiento. Si se declara la nulidad entonces esta se 
retrotraerá al momento de la celebración del acto. Es una especie de 
depuración completa de la existencia de lo acontecido jurídicamente. 

 
141. El profesor peruano RAMIREZ dice al respecto: 

 
“Al acto nulo le es de aplicación la máxima romana quod 

nullum est nullum producit effectum, lo que es nulo no produce ningún efecto, 
lo que significa la negación de toda eficacia al acto nulo y el tenerlo por no 
celebrado”8 

142. Por su parte, el experto CASTILLO ha tratado el tema: 

“Un acto nulo es aquel que jamás existió; por consiguiente, los 
efectos jurídicos nunca se produjeron realmente, y lo ocasionado se 
retrotraerá al momento de la celebración del acto viciado. En buena cuenta, 
es una sanción inmediata ante la negligencia del actor desinformado o 
doloso.”9 

 
143. La Corte Suprema también ha abordado la presente 

figura explicando cuándo se presenta esta figura mediante el fundamento 
octavo de la Casación 1242-2020 PUNO, de fecha 20 de junio de 2023: 

 
“En ese sentido, es conveniente recordar que la nulidad 

del acto jurídico, prevista en el artículo 219 del Código Civil, puede ser 
comprendida, inicialmente, como aquella situación patológica del mismo, 
producida por la ausencia o grave anomalía de alguno de los elementos 
constitutivos exigidos para su validez.” 

 
144. Por lo tanto, para fines figurativos representaría como si 

GYO jamás hubiera ganado la adjudicación mediante remate y se aplicaría 
lo dispuesto por el artículo 742 del CPC: 

 
“Si en la primera convocatoria no se presentan postores, se 

convoca a una segunda en la que la base de la postura se reduce en un 
quince por ciento. Si en la segunda convocatoria tampoco se presentan 
postores, se convoca a una tercera, reduciendo la base en un quince por 
ciento adicional. Si en la tercera convocatoria no hay postores, a solicitud del 
ejecutante podrá adjudicársele directamente el bien, por el precio base de la 
postura que sirvió para la última convocatoria, pagando el exceso sobre el 
valor de su crédito, si hubiere. Si el ejecutante no solicita su adjudicación en 
el plazo de diez días, el Juez sin levantar el embargo, dispondrá nueva 

 
8 RAMIREZ, Fernando. El acto jurídico. Lima: Pacífico Editores S.A.C., 2016, p. 144. 
9 CASTILLO, Mario. La venta de bien ajeno. Lima: Ediciones Caballero Bustamante, 2018, p. 229. 
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tasación y remate bajo las mismas normas. La segunda y tercera 
convocatoria se anunciará únicamente por tres días, si se trata de bien 
inmueble y por un día si el bien es mueble.” 

 
145. Es decir, se continuaría con la búsqueda de nuevos 

postores o se le propondría al banco ejecutante adjudicarle directamente el 
Predio Mz. A. 

 
146. Todo lo anterior no implica que AVG pierda la propiedad 

sino hasta que se cumpla con cualquiera de las condiciones señaladas por 
el artículo 742 del CPC. 

 
147. Finalmente, se concluye en este extremo que el caso no 

se enmarca en uno donde AVG pierde la propiedad y luego la recupera, sino 
que los efectos de la nulidad recaídos en adjudicación de GYO generan que 
todo ese tiempo en los que aparentemente este último era propietario jamás 
existió. GYO siempre fue su titular. 

 
148. Ahora bien, el caso permite abordar otros supuestos que 

sin duda podrían presentarse en nuestra realidad peruana: 
 

149. El error material como factor determinante 
 

150. Tanto instancias de mérito antes del recurso de casación 
interpuesto por GYO como Registros Públicos detuvieron su análisis en este 
punto sin mucho énfasis, bajo estimaciones laxas a pesar de que la 
existencia de que este tipo de error causó todo el caso de este informe. 

 
151. La naturaleza jurídica de este concepto se basa en que 

pese a encontrarse una confusión dentro del acto no se genera su nulidad 
porque de elementos periféricos se corrobora el objeto y causa que emanan. 
El artículo 209 del CC dispone lo siguiente: 

 
“El error en la declaración sobre la identidad o la denominación 

de la persona, del objeto o de la naturaleza del acto, no vicia el acto jurídico, 
cuando por su texto o las circunstancias se puede identificar a la persona, al 
objeto o al acto designado.” (Subrayado agregado) 

 

152. En sencillos términos, se trata de un error que puede ser 
subsanado mediante la propia interpretación teleológica, apartada de la 
literalidad. La profesora SOCÍAS: 

 
“Que se trate de simples equivocaciones elementales de 

nombres, fechas, operaciones aritméticas o transcripciones de documentos; 
b) Que el error se aprecie teniendo en cuenta exclusivamente los datos del 
expediente administrativo en el que se advierte; c) Que el error sea patente 
y claro, sin necesidad de acudir a interpretación de normas jurídicas 
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aplicables; d) Que no se produzca una alteración fundamental en el sentido 
del acto, pues no existe error material cuando su apreciación implique un 
juicio valorativo o exija una operación de calificación jurídica”10 

 

153. En sede nacional el civilista ESCOBAR detalla: 
 

“el error no genera la nulidad necesariamente. Si se tratase de 
uno de carácter material, entonces resulta de aplicación el artículo 209 del 
Código Civil, pues mediante elementos asociados al acto en cuestión, 
cualquier duda pueda ser aclarada sin la necesidad de mayor formalidad ni 
suscripción documentaria. El error material es muy frecuente en la redacción 
jurídica inclusive, de ahí que el legislador haya previsto la promulgación de 
este artículo para permitir la fluidez de las relaciones comerciales – 
sociales.”11 

 
154. Por su parte, el Tribunal Registral ha analizado este 

escenario mediante el fundamento 7 de la Resolución 2733-2023-SUNARP- 
TR, de fecha 23 de junio de 2023: 

 
“Es considerado “error indiferente” en tanto no vicia el acto 

jurídico “cuando por su texto o las circunstancias se puede identificar a la 
persona, al objeto o al acto designado.” 

 
155. Cuando AVG postula la demanda sostiene que la 

denominación del Predio Mz. A era la siguiente: 
 

“Urb. La Angostura Segunda Etapa signado con el Sub Lotes 
Nro. 4 de la Manzana A Lote 46 y 47” 

 
Sin embargo, de la valorización aportada al proceso de 

ejecución de garantías se consignó como ubicación del inmueble: 
 

“Sub lote 4 de la Manzana C – 1 de la Urbanización La 
Angostura” 

 

156. Esa discrepancia en cuanto a la denominación de la 
manzana donde se ubicaba el predio era un error material pues, aunque 
existía una declaración distinta en la identidad del bien, el expediente 
contenía más información que permitía a cualquier persona entender que el 
se trataba del Predio Mz. A. 

 
 
 

10 SOCÍAS, Joana. Error material, error de hecho y error de derecho. Concepto y mecanismos de 
corrección. En Revista de Administración Pública. Madrid, 2002, No. 157, p. 169. 
11 ESCOBAR, Freddy. Anulabilidad o nulidad relativa. En Código Civil comentado por los 100 mejores 
especialistas. Vol. I, Gaceta Jurídica, Lima, 2003, p. 488. 
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157. Existían datos como la partida registral, la hipoteca 
constituida, el área del terreno y la propia diligencia de la tasación donde 
claramente se advertía la identificación del Predio Mz. A. Peor aún, jamás se 
nombró siquiera la partida del Predio Mz. C como para causar incertidumbre 
en el proceso. 

 
158. Tampoco se abordó cómo es que Registros Públicos 

consideraba en aquel entonces este tipo de errores. La Resolución 125- 
2002-ORLC/TR de fecha 28 de febrero de 2002 es la más antigua que se 
puede extraer de la base de datos del Tribunal Registral, en ella se exponía 
lo siguiente: 

 
“Que, el artículo 201 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General, dispone que los errores materiales o aritméticos en 
los actos administrativos pueden ser rectificados con efecto retroactivo, en 
cualquier momento, de oficio o a instancia de los administrados, siempre que 
no se altere lo sustancial de su contenido ni el sentido de la decisión” 
(subrayado agregado) 

 
159. Es decir, el error material era un tema que ya había sido 

trabajado anteriormente por Registros Públicos amparándose en la Ley 
27444 y pese a ello el registrador no supo realizar la correcta interpretación 
pues se trataba de un defecto subsanable del propio parte judicial que 
ordenaba la transferencia a favor de GYO. 

 
160. Asimismo, en el escrito de apelación de la sentencia de 

primera instancia GYO presenta la Resolución 160-99-ORLC/TR de fecha 30 
de junio de 1999, la cual tiene como sumilla: 

 
“Para la individualización e identificación de la finca conforma 

al principio de especialidad y a las normas reglamentarias registrales debe 
tenerse en cuenta la concordancia de sus elementos descriptivos, sin que la 
presencia de un elemento discordante constituya impedimento para la 
inscripción.” 

 
161. Inclusive se tenía en la jurisprudencia registral esta 

resolución la cual permitía entender mejor la figura del error material y que 
su presencia no afectaría la inscripción de la adjudicación a favor de GYO. 

 
162. ¿Cómo puede anularse una adquisición amparada en 

la buena fe pública mediante mandato judicial si se presupone que este 
principio dota de blindaje jurídico al adquiriente? 

 
163. Para analizar esta cuestión debemos conocer qué se 

entiende por el principio de buena fe pública registral. Éste se encuentra 
amparado en el artículo 2014 del CC: 
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164. “El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso 
algún derecho de persona que en el registro aparece con facultades para 
otorgarlo, mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque 
después se anule, rescinda, cancele o resuelva el del otorgante por virtud de 
causas que no consten en los asientos registrales y los títulos archivados que 
lo sustentan. La buena fe del tercero se presume mientras no se pruebe que 
conocía la inexactitud del registro” 

 
165. El tratadista Roca Sastre señala al respecto: 

 
“No queda privado un tercer adquirente de su buena fe por el 

hecho de que conozca la inexactitud o vicio de una inscripción anterior en 
base de la cual ya funcionó la fe pública registral a favor del adquirente que 
se apoyó en ella (…) Por esto si un adquirente anterior ya fue protegido por 
la fe pública registral por reunir las circunstancias de buena fe y demás 
exigidas por el artículo 34º de la Ley Hipotecaria, ya no podrá exigirse a 
adquirente posterior alguno el mismo requisito de buena fe respecto a la 
misma e idéntica inexactitud registral o vicio claudicatorio posibles, pues 
dicho tercer adquirente anterior adquirió en firme o definitivamente, y ya no 
puede volver a reproducirse el problema en lo sucesivo, aunque los 
posteriores adquirentes de la finca o derecho no reúnan la condición de 
terceros hipotecarios”12 

 
166. El Tribunal Constitucional ha analizado el supuesto 

mediante el fundamento 45, de la Sentencia 207-2020, del Pleno 
Jurisdiccional sobre el Exp. 0018-2015-PI/TC, de fecha 5 de marzo de 2020: 

 
“De esta manera, la figura de la buena fe del tercero, en tanto 

presunción iuris tantum, constituye una opción del legislador que se 
encuentra dentro del marco constitucionalmente posible y que responde al 
fin constitucional de favorecer la seguridad jurídica, en tanto principio 
implícito del ordenamiento estatuido por la Norma Fundamental, en el ámbito 
de la transferencia de bienes, todo ello a fin de fomentar las transacciones 
comerciales, por cuanto es deber del Estado estimular la creación de riqueza 
y garantizar la libertad de comercio e industria, según lo establecido en el 
artículo 59 de la Constitución” 

 
167. En resumen, le otorga un especial tratamiento a la 

adquisición de propiedad que se realice en virtud de la publicidad registral. 
Dota de un ropaje jurídico especial al nuevo titular del dominio, pero para ello 
se debe cumplir con los requisitos exigidos por dicho artículo, los cuales son 
i) onerosidad; ii) buena fe; iii) titularidad registral del otorgante; iv) inscripción 
del adquiriente; e v) imposibilidad de conocimiento de causas que anulen el 
derecho del otorgante. 

 
12 Citado por GARCÍA, José Manuel. Derecho Inmobiliario Registral o Hipotecario. El concepto de 
Tercero, inoponibilidad, fe pública, prioridad. Tomo II. Madrid: Civitas, 1993, p. 337. 
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168. De acuerdo con los requisitos la buena fe presupone un 
estándar de diligencia alto, motivo por el cual se premia dicha actuación 
protegiendo el derecho del adquiriente con este principio. En tal sentido, 
únicamente si es que no se cumple con alguno de aquellos será el juez el 
facultado para declarar la nulidad de tal adquisición. 

 
169. Ahora bien, analicemos los hechos y este principio 

respecto a cómo se encontraba redactado al momento de la demanda de 
AVG. La redacción del artículo 2014 del CC era la siguiente: 

 
“El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún 

derecho de persona que en el registro aparece con facultades para otorgarlo, 
mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se 
anule, rescinda o resuelva el del otorgante por virtud de causas que no 
consten en los registros públicos. La buena fe del tercero se presume 
mientras no se pruebe que conocía la inexactitud del registro.” 

 
170. Como puede apreciarse antes no se exigía un examen 

de los títulos archivados que sustentan las inscripciones, sino que es recién 
con la Ley 30313, vigente desde el 27 de marzo de 2015, cuando se hace 
obligatoria esta evaluación y cuyo texto legal vigente se mantiene así: 

 
“El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún 

derecho de persona que en el registro aparece con facultades para otorgarlo, 
mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque después se 
anule, rescinda, cancele o resuelva el del otorgante por virtud de causas que 
no consten en los asientos registrales y los títulos archivados que lo 
sustentan.” (Subrayado agregado) 

 

171. Los títulos archivados son los documentos de donde 
emana el derecho del asiento que se inscribe en la partida registral 
respectiva13. El asiento registral implica un resumen de los títulos que le 
permiten su anotación. Por supuesto, se entenderá que siendo los títulos todo 
el expediente de documentos que calificará el registrador, el análisis de 
aquellos supone una dedicación mayor a la revisión puesto que implica tanto 
gastos económicos como tiempo. 

 

172. Al respecto, el profesor MENDOZA ha señalado lo 
siguiente: 

 

“Consideramos que toda vez que el registrador, luego de 
practicado el asiento, ordena el archivamiento de los documentos, dichos 
títulos archivados solo tendrán una función de complementariedad cuando 

 
13 ACEDO PENCO, Ángel. Derechos Reales y Derecho Inmobiliario Registral. 2ª Edición. Madrid: 
Editorial Dykinson, 2013, p. 119. 
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falten datos en los asientos registrales. Así pues, de esto podemos deducir 
que existen grados de publicidad a cargo de la institución. La de tipo jurídico 
—publicidad efecto— recogida en el artículo 2012 del Código Civil enfocada 
al contenido de las inscripciones (asientos registrales) y, por otro lado, la 
mera publicidad —publicidad noticia— que otorgan los registros 
administrativos y que comprende a los títulos archivados y demás 
documentos que forman parte del archivo registral (Silva 2005: 44). Esto es 
así porque existe un filtro técnico, registrador público, que luego de un estudio 
minucioso determina qué situaciones merecen ser publicitadas. Nuestro 
sistema, a diferencia de lo que parecen desear algunos, no es igual al 
español, al italiano ni al francés; ni mucho menos al alemán. El nuestro es un 
sistema que puede tener algunos rasgos de ellos, pero que tiene una 
configuración propia.”14 

 
173. De lo anterior, coincidimos que debería bastar la revisión 

de los asientos registrales para acceder a la buena fe pública registral; de 
modo que fortalece el tráfico inmobiliario. No obstante, dada la idiosincrasia 
de nuestro país y las lamentables situaciones de estafa han generado que la 
revisión sea más tormentosa y se extienda a los títulos archivados. 

 
174. Esta posición, ha sido sentenciada por el fundamento 

décimo primero de la Resolución 159-2021-SUNARP-TR-T de fecha 22 de 
marzo de 2021: 

 
“Consecuentemente, la eventual cancelación de un asiento 

para acreditarse la existencia de un supuesto de inexactitud registral 
(entendida ésta en sentido amplio, es decir, proveniente de nulidad, 
anulabilidad, rescisión, resolución del título causal o existencia de errores 
registrales), no debe perjudicar el derecho de los terceros registrales que han 
contratado e inscrito su derecho durante la vigencia del asiento inexacto. Esta 
protección no es más que una derivación del Principio de Fe Pública 
Registral, con lo que, si bien podrá extenderse el asiento que publicite la 
cancelación del asiento sujeto a inexactitud, la cancelación no afectará el 
derecho de dichos terceros (obviamente si ya hubieran inscrito su derecho y 
no existiera causas que enerven la presunción de buena fe) que se 
encuentren amparados por el artículo 2014 del Código Civil inclusive, como 
quiera que para la calificación registral (salvo la existencia de asientos 
registrales que la desvirtúen) no será factible determinar si dicho tercero 
constituye o no un verdadero tercero registral (la evaluación de la buena fe 
deberá efectuarse en sede jurisdiccional) la protección inmediata del derecho 
inscrito de los terceros se derivará en forma inmediata de la aplicación del 
principio de legitimación, cuya consecuencia es que las inscripciones 
extendidas sobre la base del asiento cancelado no serán afectadas por la 

 
14 MENDOZA, Gilberto. La fe pública registral como supuesto de hecho complejo: adquisición a non 
domino y oponibilidad de la inscripción. En Anuario de Investigación CICAJ 2013-2014. Recuperado 
el 10 de setiembre de 2023 de http://repositorio.pucp.edu.pe/index/handle/123456789/168203. 

http://repositorio.pucp.edu.pe/index/handle/123456789/168203
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cancelación del asiento del cual se deriva su derecho, mientras no exista 
mandato judicial cancelatorio que expresamente los afecte (obviamente 
pronunciado en juicio en el que sea demandado el tercero” 

 
175. Para el caso en concreto a GYO no se le podía exigir 

esta carga puesto que al momento de su adquisición no era necesario revisar 
los títulos archivados sino meramente la información registral. Es decir que 
de la revisión de la partida registral del Predio Mz. A se tuviera la convicción 
de que se proyectaba una adquisición válida. 

 
176. Dicho lo anterior para que GYO se constituyera como un 

tercero de buena fe pública registral debía acreditar que la adquisición la 
había hecho a i) título oneroso, ii) que tenía buena fe, iii) que adquiría del 
titular del predio Mz. A, iv) que había inscrito su derecho y v) que no podía 
conocer las causas que le anulen el derecho de su transferente GYO. 

 
177. Respecto al requisito de onerosidad, se cumplió puesto 

que pagó el precio de remate según lo que obra en el Expediente 52 – 94. 
Respecto a la buena fe, también fue cumplida porque se presenta como 
cualquier particular que desea adquirir un bien en remate público y no tenía 
vínculo alguno ni conocimiento de lo advertido por el ejecutado si no hasta el 
proceso judicial. 

 
178. Respecto a la titularidad registral del transferente, 

también se cumplió con este requisito pues adquirió de GYO, quien tenía el 
dominio inscrito a su nombre en la partida registral del Predio Mz. A. 
Respecto a la inscripción de su derecho, también se comprobó ya que la 
adjudicación se inscribió posteriormente en los Registros Públicos de Ica. 

 
179. Finalmente, también cumple con el requisito de la 

imposibilidad de conocimiento de la afectación del derecho puesto que de los 
medios probatorios aportados en ningún momento se mencionó que se 
estaba rematando el Predio Mz. C, sino que simplemente se trataba de un 
error material y que aun conociendo este error no viciaba la adjudicación ni 
el remate seguido contra AVG. 

 
180. Se ha demostrado y coincidimos con la sentencia de 

casación de que GYO sí se constituye como un tercero de buena fe pública 
registral; sin embargo, no es la única adquisición que se encuentra amparada 
por este principio sino también la de Kenzo. 

 
181. No se hace énfasis en esta última adquisición en ninguna 

de las sentencias (primera, segunda y tercera instancia). Motivo por el cual 
es necesario aclararla en estos apartados y concluir si es que aun cuando se 
pudiera haber anulado el derecho de GYO no debía anularse el de Kenzo 
bajo el mismo principio registral. 
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182. Ahora bien, reiniciemos el análisis del artículo 2014 del 
CC en la adquisición de Kenzo. En primer lugar y respecto a la onerosidad sí 
es un criterio que cumple puesto que existe la Escritura Pública de 
compraventa otorgada por el Notario César Sánchez Baiocchi de fecha 6 de 
mayo de 2002. 

 
183. Respecto a la buena fe también se comprueba en virtud 

de que aun cuando conocía de la discrepancia en la ubicación del inmueble 
se entendía que se trataba de un error material y no de un supuesto que 
realmente acarrea nulidad de la adjudicación a favor de GYO. Sólo podría 
entenderse que no existía buena fe sí y solo sí lo adjudicado hubiera sido un 
inmueble distinto al ejecutado y que mediante este acto se buscase legitimar 
la transferencia de propiedad ajena. 

 
184. Respecto a la titularidad registral también se cumple 

pues es precisamente GYO quien vende a Kenzo. Este adquiere válidamente 
y registra su derecho en el Asiento C – 4 de la partida del Predio Mz. A. 
Entonces hasta este punto podemos aseverar que también cumple con el 
requisito de materializar su adquisición mediante el registro. 

 
185. Finalmente, y con relación al último requisito que es el 

desconocimiento de causa que anulen el derecho de GYO, también lo cumple 
puesto que aparte del error material no se conocía de algún otro acto que 
pudiera soslayar el derecho de propiedad. 

 
186. No importa que GYO fuera parte del accionariado de 

Kenzo puesto que no estamos ante un supuesto de un negocio jurídico 
consigo mismo toda vez que GYO tenía la condición de accionista junto con 
los demás socios que contiene la empresa. 

 
187. Aún en el supuesto negado de que tuviera la mayoría de 

acciones y los acuerdos en Kenzo se tomen con su voluntad no se puede 
alegar que la transferencia constituya un acto doloso y temerario. El efecto 
de la adquisición del Predio Mz. A seguía consecuencias jurídicas 
independientes. Una persona natural (GYO) o una persona jurídica (Kenzo) 
tienen patrimonios legalmente diferentes. La adquisición de propiedad de 
Kenzo no buscaba convalidar la posible anulación del derecho de GYO, sino 
que las causas que formalizaron esta compraventa son válidas. 

 
188. En tal sentido, podemos afirmar que en las sentencias de 

primera y segunda instancia se inaplica el artículo 2014 del CC respecto a la 
adquisición de Kenzo quien también estuvo amparada bajo la buena fe 
pública registral. Al mismo tiempo las instancias de mérito tuvieron una 
interpretación errónea del mismo principio registral respecto a la adjudicación 
a favor de GYO ya que sí se constituía en tercero de buena fe. Por estas 
consideraciones también debió declararse fundada la casación. 
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189. Por último, debemos concluir en esta parte que aún en el 
supuesto negado en el que la transferencia o adjudicación a favor de GYO 
hubiera sido declarada nula, la adquisición de Kenzo se encontraría 
protegida y se mantendría precisamente respetando la taxatividad del 
articulado. 

 
190. ¿Qué ocurre cuando existen nulidades manifiestas 

en los títulos provenientes de mandatos judiciales? 
 

191. En el presente caso se han podido apreciar los oficios 
cursados por Registros Públicos al juzgado encargado del Expediente 52 – 
94 manifestándole la discrepancia en cuanto a la ubicación del inmueble. Si 
bien es cierto hemos determinado que se trata de un error material; sin 
embargo, en estos apartados profundizaremos los principios registrales que 
podrían haberse visto afectados con la inscripción. 

 
192. Los registradores son operadores jurídicos que se 

encargan de revisar la legalidad de los documentos que se presentan ante el 
Registro solicitando su inscripción15. A modo de analogía podemos decir que, 
así como las demandas corresponden al juez, los títulos corresponden al 
registrador. Ambos funcionarios públicos dirimirán una cuestión de derecho 
sustantivo, pero bajo sus respectivas instancias, potestades y vías. Al juez le 
corresponde la vía procesal mientras que a los registradores la 
administrativa16. 

 
193. La función registral es regulada bajo ciertos parámetros 

que la ley establece. La calificación registral es el proceso analítico de los 
títulos al amparo de las normas de nuestro ordenamiento. Precisamente esta 
facultad se encuentra regulada en el artículo 2011 del CC el cual se presenta 
continuación: 

 
“Los registradores califican la legalidad de los documentos en 

cuya virtud se solicita la inscripción, la capacidad de los otorgantes y la 
validez del acto, por lo que resulta de ellos, de sus antecedentes y de los 
asientos de los registros públicos. Lo dispuesto en el párrafo anterior no se 
aplica, bajo responsabilidad del registrador, cuando se trate de parte que 
contenga una resolución judicial que ordene la inscripción. De ser el caso, el 
registrador podrá solicitar al juez las aclaraciones o información 
complementaria que precise, o requerir se acredite el pago de los tributos 
aplicables, sin perjudicar la prioridad del ingreso al Registro.” (Subrayado 
agregado) 

 
 
 
 

15 ALBALADEJO, Manuel. Derecho Civil. Quinta Edición. Vol. III. Barcelona: Bosch, 1983, p. 87. 
16 CHICO Y ORTIZ, José. Estudios sobre Derecho Hipotecario. Tomo II. Cuarta Edición. Madrid: 
Marcial Pons, 2000, p. 334. 
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194. Este artículo no ha variado trascendentalmente desde el 
momento interpuesta la demanda por GYO a la actualidad pues solo se le ha 
incorporado el siguiente texto: 

 
“En el acto de la calificación registral, el registrador y el 

Tribunal Registral propician y facilitan las inscripciones de los títulos 
ingresados al Registro. La calificación registral en el Registro de Predios se 
complementará con el apoyo del área encargada del manejo de las bases 
gráficas registrales, lo que no implica una sustitución en la labor de 
calificación por parte de las instancias registrales” 

 
195. Como puede apreciarse, lo incorporado al artículo no 

afecta sustantivamente el desenlace del caso materia de análisis. Lo cierto 
es que de la lectura del artículo bajo comentario se puede apreciar una 
restricción a la calificación del registrador siempre y cuando se trate de títulos 
contenidos en resoluciones judiciales que ordenen sus inscripciones. 
También se puede apreciar que la redacción permite la posibilidad que en 
caso exista alguna discrepancia con el título se podrá formular aclaración o 
solicitar información adicional para que el juez absuelva, pero ello no 
perjudicará su ingreso al Registro17. 

 
196. Por su parte, el fundamento 5.4 de la Casación 24254- 

2017 LIMA, de fecha 23 de marzo de 2021, aborda el tema de la siguiente 
manera: 

 
“En ese sentido, para este Supremo Tribunal, el principio de 

rogación exige que el registrador examine exhaustivamente la legalidad del 
título que ha sido puesto en su conocimiento, para lo cual debe calificarlo 
garantizando el cumplimiento de todos los requisitos formales y de fondo que 
definan la viabilidad o no de la inscripción registral solicitada. Además, el 
registrador debe poner especial atención a toda la documentación ya 
existente y que acompaña a los asientos y antecedentes de la partida 
registral en la que se procedería a inscribir lo requerido, esto, con el objetivo 
de no desconocer los derechos del ciudadano provocando inseguridad 
jurídica.” 

 
197. En el Exp. 52 – 94 el registrador hizo una correcta 

interpretación de este artículo solicitando las aclaraciones correspondientes. 
Sin embargo, el juzgado no las termina subsanando, sino que ordena se 
perfeccione la inscripción de la adjudicación a favor de GYO. En caso, se 
hubiera negado a inscribir el título nuevamente habría incurrido en 
responsabilidad civil y penal. 

 
 
 

17 ENNECCERUS, Ludwig, KIPP, Theodor y WOLFF, Martín. Tratado de Derecho Civil, Derecho de 
Cosas. Tercer Tomo. Barcelona: Bosch, Casa Editorial, 1944, p. 77. 
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198. Aunque la diligencia del registrador fue la correcta, no 
realizó una interpretación de los documentos en conjunto pues se habría 
percatado que se trataba del Predio Mz. A desde siempre 

 
199. El artículo 2011 del CC manifiesta que se verifica la 

legalidad de los documentos del Registro de Predios con apoyo de las bases 
gráficas. Este punto sin duda habría sido esclarecedor para el levantamiento 
de observaciones puesto que de las coordenadas y medidas perimétricas 
expuestas en el título de adjudicación a favor de GYO se llegaría a la 
conclusión de que se trataba del mismo predio, aunque tuviera una dirección 
equivocada. 

 
200. La base gráfica catastral habría sido determinante al 

caso puesto que el registrador validaría los datos mediante el sistema de 
coordenadas y se llegaría a la certeza de que se trataba del Predio Mz. A. 

 
201. Se debe recordar que estos sistemas son 

contemporáneos y nuestro caso analizado es de la década de los 2000 
cuando aún era incipiente esta tecnología. Probablemente, si en la actualidad 
se presente un problema similar, la solución podría arribarse mediante este 
argumento técnico – legal. 

 
202. No obstante, planteemos del supuesto que no escapa de 

nuestra realidad peruana respecto a lo que ocurriría si es que los partes 
judiciales adolecen de una nulidad manifiesta. Es decir que tienen defectos 
tan evidentes que de un juicio valorativo sin cuestionar aspectos de fondo se 
podría determinar la existencia de nulidad. 

 
203. La nulidad manifiesta ha sido definida mediante 

precedente vinculante del IX Pleno Casatorio Civil de la siguiente manera: 
 

“Es aquélla que resulta evidente, patente, inmediatamente 
perceptible, en suma, aquélla que resulta fácil de detectar sea que se 
desprenda del acto mismo o del examen de algún otro elemento de prueba 
incorporado al proceso. La nulidad manifiesta no se circunscribe a algunas o 
a alguna específica causal de nulidad, sino que se extiende a todas las 
causales que prevé el artículo 219 del Código Civil.” 

 
204. Actualmente para este supuesto sí existe una legislación 

poco proteccionista de la legalidad puesto que podrían existir sentencias 
arbitrarias producto de corrupciones o mafias inescrupulosas pero que a 
pesar de ello los registradores no podrían impedir la inscripción de los 
títulos18. 

 
 
 

18 JOSERRAND, Louis. Derecho Civil. Tomo II. Volumen II. Buenos Aires: Ediciones Jurídicas Europa 
América. Bosch y Cía Editores, 1951, p. 621. 
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205. En ese sentido debería modificarse la potestad 
calificadora del registrador para poder impedir la inscripción de títulos aun 
cuando estos provengan de parte judiciales o de órdenes provenientes de 
laudos arbitrales si es que estas vulneran evidentemente los principios 
registrales y adolece de una nulidad tan evidente que sin revisar cuestiones 
materiales se aprecia la vulneración al ordenamiento19. 

 
206. Sostenemos que una solución sea una nueva redacción 

del artículo 2011 del CC incorporando el siguiente texto que presentamos en 
subrayado: 

 
“(…) Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplica, bajo 

responsabilidad del registrador, cuando se trate de parte que contenga una 
resolución judicial que ordene la inscripción salvo cuando esta adolezca de 
nulidad manifiesta, en este caso se procederá con el requerimiento de 
aclaración al juez y de no ser subsanada se procederá con la tacha del título” 

 

207. De esta manera, i) el registrador puede hacer frente a 
resoluciones que atenten contra los principios del Registro y ii) permite que 
las sentencias sean corregidas en su propia instancia de modo que el 
recurrente no tenga que atravesar un caso como el de GYO para 
salvaguardar su derecho. 

 
208. Por supuesto, lo anterior es desde un escenario de 

buena fe. Existirán sin duda resoluciones judiciales que no contengan errores 
materiales, sino que realmente intenten vulnerar la institucionalidad mediante 
inscripciones corruptas amparadas en jueces criminales, pero precisamente 
con esta propuesta quedan sin posibilidad para estos actos. 

 
209. No acusamos que la labor registral o jurisdiccional sea 

mala, sino que presentamos un contexto realista de lo que acontece en 
nuestro país. Sin duda la propuesta de modificación de esta norma es materia 
de un análisis más minucioso como las que se sigue en los proyectos de ley 
de nuestro Congreso. Por tal razón, solo presentamos un camino que será 
materia de otro trabajo. 

 
210. Consecuencias jurídicas en caso la casación 

resultase infundada. 
 

211. ¿Cuáles son los efectos en caso se hubiera 
adjudicado el Predio Mz. C? 

 
212. Imaginemos el supuesto en el que realmente se habría 

ejecutado el Predio Mz. C. y se inscribió la adjudicación de GYO en la partida 
 

19 JIMNÉNEZ CLAR, Antonio. Introducción al Derecho Civil Patrimonial. Alicante: Compas, 1990, pp. 
98 y 99. 
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del Predio Mz. A. Bajo esta óptica sí se vulnerarían principios del derecho 
registral específicamente el de tracto sucesivo, impenetrabilidad, y 
especialidad. Analicemos aquellos y veamos su importancia para el sistema 
registral. 

 
213. Principio de tracto sucesivo 

 
214. Se trata del historial registral de un bien desde que fue 

incorporado al Registro. Es decir, todos los demás actos luego de su 
inmatriculación conforman estos tramos y son sucesivos porque cada uno 
debe mantener relación con el anterior, de modo que la cadena de hechos 
sea jurídicamente válida20. 

 
215. Este principio se encuentra regulado en el artículo 2015 

del CC, el cual se detalla: 
 

216. “Ninguna inscripción, salvo la primera, se hace sin que 
esté inscrito o se inscriba el derecho de donde emane.” 

 
217. Para el profesor DIEZ – PICAZO significa: 

 
“los actos de transmisión y adquisición de derechos inscritos 

formen en el Registro una cadena perfecta en el orden legal, sin solución de 
continuidad, de forma que el Registro refleje el historial completo de la finca 
inmatriculada”21 

 
218. Como se ha comentado, la función consiste en encontrar 

coherencia entre los actos celebrados sobre el bien inscrito. Por ejemplo, no 
podría anotarse una compraventa en la partida registral de un predio si 
previamente no se ha inscrito el derecho del transferente. 

 
219. Este principio es de aplicación a cualquier derecho que 

se conculque en el Registro. Aunque ciertamente se aprecia más en los 
casos de derechos de créditos que buscan publicitarse. El profesor 
GONZALES ha trabajado el tema de la siguiente manera: 

 
“Por origen histórico y por cuestión dogmática, el principio de 

prioridad registral surge como mecanismo para jerarquizar los créditos y 
reservar el rango a partir del cual se ubica el crédito con afectación frente a 
los terceros en general, incluyendo al tercer adquirente. Por tal razón, el 
concepto estricto de prioridad se halla en este ámbito. La interpretación 
desmesurada de la prioridad registral lleva a confusión por la idea 

 
20 LAFAILLE, Héctor. Derecho Civil, Tratado de los Derecho Reales. Tomo IV. Vol. II. Buenos 
Aires: Compañía Argentina de Editores, S.R.L., 1944, p. 221. 
21 DIEZ – PICAZO, Luis. Fundamento del Derecho Civil Patrimonial III. Madrid: Editorial Civitas, 1995, 
pp. 399 y 340. 
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generalizada de que esta sirve para solucionar todo tipo de conflictos 
inmobiliarios, olvidando que la prioridad tiene un ámbito de aplicación estricto 
y delimitado por historia y dogmática.”22 

 

220. La jurisprudencia registral se ha abocado a este asunto 
mediate el fundamento 3 de la Resolución 3139-2023-SUNARP-TR, de fecha 
21 de julio de 2023: 

 
“El principio de tracto sucesivo tiene un carácter formal, toda 

vez que afecta exclusivamente al funcionamiento del Registro, ya que 
pertenece al proceso, forma o procedimiento de inscripción y se dirige al 
registrador. Tal carácter formal del principio de tracto sucesivo obliga al 
registrador a verificar si quien efectúa el acto de disposición o de quien deriva 
el derecho aparece como titular registral del derecho correspondiendo 
rechazar todo acto dispositivo o de transmisión de derecho que no 
provenga del titular inscrito” 

 
221. Habiendo explicado su finalidad retomemos la aplicación 

al caso hipotético donde se habría vulnerado este principio. La única manera 
de inscribir la adjudicación del Predio Mz. C era en su propia partida. Es decir, 
si se inscribía en la partida del Predio Mz. A claramente existía la vulneración 
al principio registral puesto de los antecedentes de esta última partida se 
contrastaría que no existía adecuación con la identidad del bien. 

 
222. No solo la identidad del bien sería motivo para negar la 

inscripción sino el dominio de quien la ostenta. La Mz. C tenía como 
propietario al Banco Continental y el juicio del Exp. 52 – 94 se seguía contra 
AVG, propietario de la Mz. A. Por tal razón, si se procedía con la inscripción 
en la partida de esta última los antecedentes registrales se opondrían pues 
se estaría otorgando la transferencia de propiedad a GYO de un inmueble 
que se había constituido en garantía nunca. 

 
223. ¿Cómo podría sustentarse registralmente que el Predio 

Mz. C se le adjudique a GYO cuando en su partida registral nunca ha sufrido 
afectación alguna que conecte los antecedentes registrales con el pedido de 
transferencia de propiedad? Bajo este escenario queda claro cómo se habría 
presentado la afectación al artículo 2015 del CC. 

 
224. Principio de impenetrabilidad 

 
225. Se trata del impedimento jurídico de la incorporación al 

Registro de un título que sea incompatible con alguno ya inscrito 
previamente, aun cuando aquel sea válido. El artículo 2017 lo define como: 

 
22 GONZALES, Gunther. El principio de prioridad registral. En Libro de Homenaje a Osterling Parodi. 
Lima: Palestra Editores, 2008, p. 1079. 
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“No puede inscribirse un título incompatible con otro ya 
inscrito, aunque sea de fecha anterior.” 

226. Los maestros españoles LACRUZ y SANCHO sostienen: 

“La regla de prioridad no tiene como único resultado en su 
relación con el registro establecer un orden en la protección de cada uno de 
los derechos combatibles inscritos por fecha de presentación si no cerrar los 
libros a los derechos incompatibles con el que se haya ya registrado”23 

 

 
lo siguiente: 

227. En la más reciente doctrina señala el notario BECERRA 
 

“Con la aplicación de este principio se pretende presuponer la 
existencia de dos títulos incompatibles entre sí, de los cuales, el primero que 
llegue al registro excluirá al otro, impidiéndole su acceso al registro.”24 

 
228. En materia jurisprudencial, el Tribunal Registral ha 

señalado mediante el fundamento 2 de la Resolución 2221-2022-SUNARP- 
TR, de fecha 7 de junio de 2022: 

 
“Así, estos criterios de prioridad postulan la regla general de 

que: «quien es primero en el tiempo es mejor en el derecho», y en específico, 
el principio de prioridad excluyente importa la existencia de títulos que 
contienen actos jurídicos incompatibles entre sí, de modo que no puede 
acceder al Registro un título que contenga un negocio jurídico que sea 
excluyente con otro acto ya inscrito o pendiente de inscripción.” 

 
229. La finalidad del Registro es la protección jurídica para los 

títulos que acuden a él. Bajo este principio se evidencia aquella expresión 
puesto que se premia al titular del derecho que de manera diligente acude a 
esta institución para otorgarle oponibilidad25. 

 
230. A manera de ejemplo, cuando existe una doble venta 

sobre un mismo predio es preferido el acreedor que acude al Registro 
primero, al amparo del artículo 1135 del CC sobre concurrencia de 
acreedores. De allí se colige que, aunque exista un segundo acreedor a quien 
se le vendió primero, este no será preferido pues no acudió al Registro para 
formalizar su adquisición. 

 
 
 
 

23 LACRUZ, Luis y SANCHO, Francisco. Elementos del Derecho Civil III. Derecho Registral 
Inmobiliario. Segunda Edición Refundida, Barcelona: Jose María Bosch Editos, 1984, p. 134. 
24 BECERRA, Carlos. Configuración histórica del Notariado Latino. En Revista Peruana de Derecho 
Registral y Notarial, Folio Real 2, Lima, p. 334. 
25 MAISCH VON HUMBOLTD, Lucrecia. Los Derechos Reales. Lima: Sesator, 1980, p. 45. 
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231. Lo anterior se ampara precisamente en el artículo 2017 
del CC pues se otorga de seguridad jurídica a aquel que primero acuda al 
Registro. Así las cosas, ¿cómo se habría afectado este principio en el 
supuesto negado que se está trabajando en estos apartados? 

 
232. Si se adjudicó la Mz. C y se inscribió en la partida de la 

Mz. A entonces la incompatibilidad de títulos se presentaría en la titularidad 
que es materia de adjudicación. Veamos en qué sentido: 

 
233. El titular de la Mz. C era el Banco Continental; mientras 

que el titular de la Mz. A era AVG. He ahí la discrepancia. Si se adjudicó la 
Mz. C a favor de GYO y se inscribió en la partida de la Mz. A entonces se 
trata de una transferencia de propiedad de quien no resultaba el propietario 
(nom domino). 

 
234. Solo podría inscribirse dicha conmutación de derechos 

reales si se inscribía en la partida del Predio Mz. C, pero aun así se vulneraría 
este principio pues existen otros títulos que generan dicha compatibilidad. 

 
235. Ya no nos referimos al titular del dominio, sino que 

además existen otros detalles como los referidos al metraje del bien. No 
podría adjudicarse un predio mediante remate cuando el metraje no se 
condice con lo detallado en su propia partida registral. Así por ejemplo, el 
Predio Mz. C tenía un metraje distinto al del Predio Mz. A por lo que no 
correspondía inscribirse en este último. 

 
236. Finalmente, el título que convalida todos los actos 

procesales y materiales es la hipoteca a favor del Banco Continental. Sin ella 
no se podría tener el antecedente registral que protege la correcta historia 
del Predio Mz. A. Por su parte, el Predio Mz. C nunca tuvo una hipoteca 
dentro de la historia del caso, por ello de haberse adjudicado este se estaría 
vulnerando el principio pues no existe título que avale un remate y mucho 
menos su adjudicación posterior en el Predio Mz. A. 

 
237. Principio de especialidad 

 
238. Es la creación de cada partida registral por cada bien que 

se inscriba. Se puede considerar como un subregistro dentro del Registro 
donde se independizan los bienes y se les asigna una partida registral en 
donde se anotarán los posteriores derechos que los afecten26. El artículo 
2017-A del CC lo regula de la siguiente manera: 

 
“Por cada bien o persona jurídica se abrirá una partida registral 

independiente, en donde se extenderá la primera inscripción de aquellas así 
 

26 MUSTO, Néstor. Derechos Reales. 1ª reimpresión. Tomo 2. Buenos Aires: Editorial Astrea de 
Alfredo y Ricardo Depalma SRL, 2007, p. 400. 
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como los actos o derechos posteriores relativos a cada uno. En el caso del 
Registro de Personas Naturales, en cada Registro que lo integra, se abrirá 
una sola partida por cada persona natural en la cual se extenderán los 
diversos actos inscribibles. Excepcionalmente, podrán establecerse otros 
elementos que determinen la apertura de una partida registral.” 

 
239. El fundamento tercero de la Resolución 1870-2022- 

SUNARP-TR de fecha 13 de mayo de 2022 del Tribunal Registral manifiesta 
sobre este principio: 

 
“En mérito al Principio Registral de Especialidad para cada 

inmueble se debe aperturar una partida registral, para cada persona jurídica 
se debe aperturar una partida registral y para cada persona en cada Registro 
que integra el Registro de Personas Naturales se debe aperturar una partida 
registral, y los asientos registrales relacionados al mismo inmueble, persona 
jurídica o persona natural deben ser redactados solamente en dicha partida 
registral. Este es el principio de especialidad al que también se le conoce 
como principio de determinación o especificación. Este principio registral 
tiene por finalidad que la publicidad de los actos y derechos se efectúen de 
manera ordenada, completa y clara, de tal manera que todos tengan cabal 
conocimiento no solamente del acto o derecho inscrito, sino también de sus 
alcances y extensión.” 

 
240. En materia doctrinaria peruana, el reconocido profesor 

ORTIZ ha señalado: 
 

“El principio de especialidad es sumamente importante, pues 
genera un legajo o historial de determinado bien o situación 
jurídica. En la práctica el registro se ha convertido en 
obligatorio para la contratación en el Perú.”27 

 
241. Se trata de darles unicidad a los bienes para llevar un 

registro ordenado y que cumpla con sus fines de publicidad material y 
formal28. Como ejemplo de este principio se puede considerar el de un 
vehículo. Cuando este acceda al registro mediante su primera inscripción de 
dominio, todos los demás actos que se celebren sobre el mismo deberán 
anotarse exclusivamente en su partida registral. 

 
242. Haciendo la aplicación de este principio al caso 

planteado nos encontramos que tenemos dos inmuebles: el Predio Mz. A y 
el predio Mz. C, ambos correctamente inmatriculados en el Registro de 

 

27 ORTIZ, Jorge. ¿Cómo hacer que tu propiedad sea realmente tuya? En la entrevista brindada al 
programa Del Derecho al Hecho. Recuperado de https://www.youtube.com/watch?v=0gCprHkLQyU. 
Parte de la entrevista tomada del minuto 00:03:25. 
28 PAPAÑO, Ricardo, KIPER, Claudio, DILLON, Gregorio y CAUSSE, Jorge. Derecho Civil, 
Derechos reales. Segunda Edición. Tomo 2. Buenos Aires: Editorial Astrea de Alfredo y Ricardo 
Depalma SRL, 2004, p. 20. 

https://www.youtube.com/watch?v=0gCprHkLQyU
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Predios de Ica. Sucede que el primero tiene una hipoteca inscrita a favor del 
Banco Continental y el segundo no. De ejecutarse dicha garantía es lógico 
que el remate solo podría inscribirse en su partida registral puesto que de 
inscribirse en otra se estaría vulnerando este principio. 

 
243. Como hemos mencionado, en el supuesto hipotético de 

que el Predio Mz. C haya sido ejecutado entonces su remate y posterior 
adjudicación solo debía inscribirse en su partida y no en la de la Mz. A. En 
tal sentido, la transgresión resulta evidente pues no se respeta la extensión 
de los derechos posteriores en la partida del bien que los soporta. 

 
 

244. Vulneración al derecho de propiedad 
 

245. Si la sentencia de casación no habría subsanado los 
vicios advertidos en las dos primeras sentencias entonces podría alegarse 
que los perjudicados terminarían siendo el Banco, y Kenzo. 

 
246. Partimos de que los jueces de las instancias de mérito 

consideraron que realmente se adjudicó el Predio Mz. C entonces desde ese 
momento el banco dejó de ser propietario y se subrogaría en su posición 
dominial GYO. 

 
247. Posteriormente, GYO le vendería a Kenzo el Predio Mz. 

A pero declarada la nulidad de esta compraventa entonces el dominio 
regresaría a favor de AVG por los efectos que acarrea la el artículo 219 del 
CC, advertidos en el numeral 141. 

 
248. De no haberse remediado mediante casación el caso 

entonces así habría quedado la situación jurídica: AVG tendría la propiedad 
sobre el Predio Mz. A y GYO sobre el Predio Mz. C. 

 
249. Al respecto, en cuanto a la extinción de la propiedad 

nuestro ordenamiento manifiesta en su artículo 968 lo siguiente: 
 

“La propiedad se extingue por: 1.- Adquisición del bien por otra 
persona. 2.- Destrucción o pérdida total o consumo del bien. 3.- Expropiación. 
4.- Abandono del bien durante veinte años, en cuyo caso pasa el predio al 
dominio del Estado.” (Subrayado agregado) 

 
250. Como se advierte, regula los supuestos en los que se 

pierde la propiedad. Precisamente la adquisición es un supuesto por la que 
el dominio es adjudicado a otra persona29. 

 
 

29 ROCA SASTRE, Ramón y ROCA SASTRE MUNCUNILL, Luis. Derecho Hipotecario. Sétima 
Edición. Tomo IV. Barcelona: Bosch. 1979, p. 1002. 
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251. El fundamento sétimo de la Casación 3463-2019 LIMA, 
de fecha 2 de abril de 2022, dispuso lo siguiente: 

 
“Que, en lo que concierne a las infracciones normativas de 

orden material, la impugnante sostiene que cuando el demandado inscribió 
su compraventa, su vendedor ya no era propietario del bien, que por el 
principio de publicidad contenido en el artículo 2012 del Código Civil dicha 
adjudicación ya era de conocimiento de los demandados, que conforme al 
artículo 739 del Código Procesal Civil al efectuarse la transferencia de 
propiedad el Juez deja sin efecto toda medida de gravamen, que por el 
principio de tracto sucesivo su inscripción registral prevalece y que habiendo 
adquirido por remate público la inscripción prioritaria es la del órgano 
jurisdiccional y no por la voluntad de las partes” 

 
252. De acuerdo con lo anterior, el remate judicial no está 

clasificado textualmente en los modos de adquirir propiedad, sino que más 
bien resulta un modo derivado de hacerla, pues proviene de mandato del 
juez. Entonces, ¿existió una vulneración al derecho de propiedad en el 
presente caso? 

 
253. En el caso abordado GYO adquiere mediante remate el 

Predio Mz. C, de esa manera se cumple con esta forma de perder propiedad 
por adjudicación vía remate, y el banco deja de ser el titular del derecho. 
Mientras que en el caso del Predio Mz. A no existe algún cambio de titularidad 
por tal sentido se ve favorecido AVG y la mantiene en su esfera patrimonial. 
Este fue el resultado de las sentencias en las instancias de mérito. 

 
254. Si en casación el escrutinio hubiera generado la misma 

conclusión se tendría a un ex propietario (el banco) que ha perdido su 
dominio por una garantía que jamás constituyó y a un tercero de buena fe 
que perdió la propiedad por sentencia judicial que adolecía de error material. 

 
 

255. ¿Es posible la corrección de sentencias judiciales 
cuando estas han adquirido la calidad de consentida? 

 
256. La corrección de sentencias judiciales 

 
257. Se habla de esta institución como un mecanismo que 

tienen los justiciables para poder corregir errores materiales evidentes que 
contengas las resoluciones. Al respecto, el artículo 407 del CPC establece lo 
siguiente: 

 
“Antes que la resolución cause ejecutoria, el Juez puede, de 

oficio o a pedido de parte y sin trámite alguno, corregir cualquier error material 
evidente que contenga. Los errores numéricos y ortográficos pueden 
corregirse incluso durante la ejecución de la resolución. Mediante la 
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corrección las partes también piden al Juez que complete la resolución 
respecto de puntos controvertidos pero no resueltos. La resolución que 
desestima la corrección solicitada es inimpugnable.” 

 
258. Como se puede apreciar, se busca la protección de los 

derechos que podrían verse afectados con una resolución que contiene 
error30. La mística que se persigue es la de obtener una tutela jurisdiccional 
efectiva ya que ella provee de las garantías mínimas para los justiciables. De 
qué serviría una sentencia si por algún error material esta no resulta eficaz y 
ejecutable. 

 
259. También se desprende de que si no existiera esta 

institución los jueces no permitirían conseguir un proceso justo y así no sería 
posible perseguir su fin máximo que es la paz social en justicia. 

 
260. Por su lado, las resoluciones judiciales son las 

decisiones debidamente motivadas emitidas por los jueces, las cuales 
solucionan conflicto de intereses o eliminan incertidumbres con relevancia 
jurídica, como lo dispone el artículo III del Título Preliminar del CPC. 

 
261. Como es natural, los jueces son personas encargadas de 

su redacción y motivación de las cuestiones presentadas a juicio. En base a 
su razonamiento aplican el derecho y dirimen controversias. Sin embargo, es 
normal que se puedan cometer errores en la redacción de las sentencias. 

 
262. Precisamente de ese contexto provienen los errores 

materiales. Los cuales ya hemos analizado en el numeral 148 del presente 
trabajo. Se trata de errores que no vician el acto donde se han presentado. 

 
263. En material procesal, un error material no implica que el 

sentido de la resolución sea alterado o deba entenderse de otra forma. La 
posición del juez siempre será la misma; sin embargo, podría generar 
confusión bajo una lectura literal. 

 
264. Para que proceda esta corrección el error debe ser 

evidente. Vale decir que, de los elementos periféricos, datos, nombres, 
números y referencias se pueda entender que se trata de una equivocación 
y se entienda cuál es realmente la postura del juez. 

 
265. Al respecto, el profesor GOZAINI manifiesta: 

 
“La corrección que se admite debe estar relacionada con el 

desconcierto que produce la sentencia o disposición que se pretende 
confusa, siempre que error sea evidente. De otro modo, el vicio formal 

 
30 ROMERO ROMAÑA, Eleodoro. Derecho Civil, Derechos Reales. Segunda Edición Aumentada. 
Tomo II. Lima: Editorial UNMSM, 1948, p. 69. 
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que trasciende la incertidumbre debe corregirse por el recurso de nulidad, 
o en su caso, con el de apelación que lo contiene. Vale decir, no es 
motivo de aclaratoria el error conceptual ni el de interpretación, sino, 
únicamente, el que incurre en   transcripciones   u   omisiones 
equivocadas con el discurrir del pronunciamiento; de otro modo, habría 
una nueva construcción lógica del fallo”31 

 

266. Por otro lado, la jurisprudencia también se ha 
pronunciado sobre este tema. El fundamento décimo segundo de la Casación 
3985 – 2018 DEL SANTA, de fecha 6 de octubre de 2020 expone: 

 
“(…) el Colegiado Superior con la facultad conferida en el 

artículo 407 del Código Procesal Civil, enmendó dicho error material, que no 
afecta o altera en nada los argumentos sustanciales desarrollados en la 
sentencia apelada, a fin que la decisión sea acorde con los fundamentos de 
la sentencia apelada, y por consiguiente no se aprecia vulneración a la 
debida motivación de las resoluciones judiciales” 

 
267. La corrección de sentencias judiciales resulta entonces 

un mecanismo muy presente en nuestra realidad. Inclusive de la casación 
presentada se advierte que un juez de segunda instancia realizó la corrección 
de la sentencia de primera instancia puesto que no alteraba el sentido de la 
decisión del juzgado. 

 
268. El escenario planteado es común. Sin embargo, en el 

caso concreto se tiene lo siguiente: AVG nunca solicitó la corrección de la 
sentencia del Exp. 52 – 94 sino que pidió la nulidad por haber encontrado el 
error material en la dirección del Predio Mz. A, la cual fue declarada 
improcedente en el Exp. 203 – 2000 (de apelación). 

 
269. Las implicancias de este acto se deben diferenciar de la 

siguiente manera: existen pronunciamientos diferentes si se solicita i) la 
nulidad de la sentencia por un error material o ii) la corrección de la sentencia 
judicial. 

 
270. El caso de AVG solo representa una estrategia temeraria 

y dolosa puesto que quiso valerse de aquel error para evitar que su propiedad 
le sea adjudicada a un tercero de buena fe registral. No obstante, surge la 
siguiente cuestión: ¿el juez superior debió haber procedido de oficio con la 
corrección? 

 
271. Sin duda alguna el juez debió haber corregido el error 

material de la sentencia del Exp. 52 – 94 aunque no se lo hayan pedido 
 

31 GOZAINI, Oswaldo. Tratado de Derecho Procesal Civil. Cinco Volúmenes. Buenos Aires: Editorial 
La Ley, 2009, p. 61. 
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puesto que el 407 del CPC es taxativo en ese sentido. Además, el principio 
del iura novit curia presente en el artículo VII del Título Preliminar le permitía 
ejecutar tales acciones. 

 
272. Nuestra postura respeta la institucionalidad de las 

normas procesales. En tal sentido, sostenemos que no es posible solicitar la 
corrección de sentencias judiciales cuando estas hayan adquirido la calidad 
de cosa juzgada. 

 
273. Por supuesto, siempre existirá la vía constitucional que 

habilita a cuestionar las sentencias judiciales. Nos referimos a los amparos 
que puedan tramitarse contra ellas. 

 
274. Debe recordarse que si bien mediante casación nuestro 

caso fue subsanado en cuanto a las cuestiones materiales jamás se ordenó 
la corrección de la sentencia del remate del Exp. 52 – 94 precisamente 
porque aquella tenía la calidad de ejecutoriada. 

 
275. Si GYO hubiera interpuesto un amparo contra la 

sentencia quizás en sede constitucional se habría dirimido dicha 
controversia. Resulta que en la actualidad jamás fue corregido el error 
material que inició toda la controversia. 

 
276. ¿Por qué se decidió iniciar un proceso de nulidad de 

acto jurídico en vez de uno contencioso – administrativo?: Breve 
análisis sobre este supuesto 

 
277. La realidad de nuestra judicatura permite que un mismo 

hecho pueda ser controvertido ante diversas competencias jurisdiccionales, 
siendo responsabilidad del justiciable analizar su caso para llevarlo al fuero 
más adecuado. 

278. El procesalista peruano PRIORI ha abordado el tema: 

“Para proceder a la determinación de este criterio de la 
competencia, se hace preciso analizar los elementos de la pretensión 
planteada en el proceso, es decir, tanto el petitum como la causa petendi. El 
petitum a fin de establecer qué efecto jurídico es el que busca el demandante 
que le otorgue el órgano jurisdiccional y, la causa petendi a fin de establecer 
los hechos que delimitan el contenido de la pretensión, entre los cuales está, 
por cierto, la relación jurídica que subyace al conflicto. Ese es, en cierta 
forma, el criterio que adopta el Código Procesal Civil, al momento de 
establecer qué se entiende por este criterio de determinación de 
competencia. La razón que está detrás de este criterio es lograr la 
especialización de los tribunales. En ese sentido, en el Perú existen jueces 
en función de las siguientes materias: civil, penal, laboral, contencioso 
administrativa y de familia. Esto, sin embargo, es absolutamente variable y 
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depende del nivel de especialización con el que se quiere contar en la 
solución de una pretensión así como del distrito judicial respectivo.”32 

 
279. En la práctica los jueces asumen causas que bien 

pueden ser dirimidas por otros colegiados, pero que dada la crisis 
competencial que sufre el Estado, aunado con la excesiva carga procesal, 
esto representa un problema que puede ser materia de otra investigación. 

 
280. Se ha realizado esta breve introducción para dar cuenta 

de que en nuestro contexto peruano es posible ver escenarios en donde una 
controversia perfectamente pudo haber sido dirimida por un juez 
especializado en lo comercial o administrativo y no por un juez civil o uno 
constitucional. 

 
281. Bajo la anterior óptica cabe preguntarse si mejor hubiera 

resultado optar por un proceso contencioso administrativo en el caso materia 
de este trabajo o si era un tema que necesariamente debía ser asumida por 
un juez civil. 

 
282. Pues bien, para contestar esta cuestión es necesario 

entender la naturaleza jurídica de cada tipo de proceso y lo que es permitido 
discutirse en ellos: por un lado el contencioso administrativo y por otro lado 
el procesal civil. 

 
283. ¿Qué es lo que se discute en un proceso contencioso 

administrativo? El artículo 148 de la Constitución detalla lo siguiente: 
 

“Las resoluciones administrativas que causan estado son 
susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso-administrativa.” 

 
284. Por su parte, el artículo 1 de la Ley 27584, Ley que 

Regula el Procedimiento Contencioso Administrativo, señala: 
 

“La acción contencioso administrativa prevista en el Artículo 
148 de la Constitución Política tiene por finalidad el control jurídico por el 
Poder Judicial de las actuaciones de la administración pública sujetas al 
derecho administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los 
administrados.” 

 
285. Resulta claro entonces que en serán las resoluciones 

administrativas o las actuaciones materializadas por los organismos del 
Estado las que serán discutidas en los procesos contencioso-administrativos. 
Se trata de un catálogo muy delimitado pues no cualquier acto es uno de 
carácter administrativo. 

 
32 PRIORI, Giovanni. La Competencia en el Proceso Civil Peruano. En Revista Derecho & Sociedad. 
Lima, Nro. 17, 2010, p.44. 



47  

 

286. Para la creación de un acto administrativo no solo basta 
que se produzca un hecho en la realidad, sino que además presupone la 
calificación de la Administración Pública quien dota de naturaleza jurídica al 
acto. 

 
287. Dignos ejemplos de acto administrativo son las 

resoluciones que cotidianamente se acostumbra a ver cuando se acude a 
diversos organismos del Estado, sea cuando solicitamos la inscripción de un 
contrato en Registros Públicos, o cuando pretendemos el registro de una 
marca ante el Indecopi, o ante un trámite en el municipio. 

 
288. En todos los anteriores supuestos se configuran actos 

administrativos pues aquellos nacen con la interacción del Estado con el 
administrado. 

 
289. Muy distintamente ocurre en sede civil, donde el hecho 

genera el derecho, sin necesidad de la intervención del Estado para darle 
naturaleza jurídica. Véase, en los procesos civiles, a diferencia de los 
contenciosos – administrativos, los jueces analizan las situaciones de hecho, 
al derecho material o sustantivo que surgió sin necesidad o intervención 
alguna del Estado. 

 
290. Por ejemplo, un contrato de arrendamiento existe desde 

que las partes deciden celebrarlo, respetando la institucionalidad (Código 
Civil y legislación pertinente). No se puede decir que existe desde que una 
autoridad administrativa así lo decidió, o mucho menos desde que si quiera 
tuvo que haber sido revisado por el Estado. Los hechos presuponen el 
derecho. 

 
291. Los jueces civiles asumen controversias cuyos derechos 

preexisten entre las partes procesales, sin necesidad de intervención del 
Estado. Por ello se analizan procesos como mejor derecho de propiedad, 
peticiones de herencia, obligaciones de dar suma de dinero, alimentos, 
ejecución de garantías, entre otros. 

 
292. La peculiaridad de estos procesos es que se analiza el 

derecho material, a diferencia del proceso contencioso – administrativo 
donde se discute el accionar de la Administración Pública. 

 
293. En los procesos civiles se discute la existencia o no de 

un derecho que emana de la voluntad entre las partes, no es necesaria la 
existencia de una resolución administrativa o un acto de la Administración. 
Se trata del derecho en sí mismo, el cual es creado en el mismo hecho que 
se ha celebrado. 
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294. Así las cosas, podría resumirse que el proceso civil 
discute cuestiones o hechos que contienen derechos per se; mientras el 
proceso contencioso – administrativo cuestiona los pronunciamientos del 
Estado materializado en actos administrativos. 

 
295. Ahora debe aterrizarse todo lo brevemente desarrollado 

al caso concreto. Se trata de una ejecución de una garantía hipotecaria sobre 
un inmueble cuya dirección municipal ha sido consignada erróneamente. 
Entonces las figuras jurídicas del caso son las siguiente: por un lado, la 
hipoteca; y por otro, al proceso de ejecución de garantías. 

 
296. A priori, es evidente que estas dos figuras tienen su 

naturaleza jurídica en el derecho civil o sustantivo, pues la hipoteca existe 
por la celebración del contrato y su inscripción en el Registro, mientras que 
la ejecución de garantías es procedente por el impago de la deuda en aras 
de satisfacer ese derecho de crédito. 

 
297. No podría optarse por un proceso contencioso 

administrativo pues no se buscaba la corrección de una resolución 
administrativa ni mucho menos un nuevo pronunciamiento por parte de la 
Administración referente a un acto administrativo, lo que se pretendía era 
anular los efectos de una resolución judicial que adjudicaba propiedad. 

 
298. Véase; en el caso GYO había adquirido el inmueble 

mediante remate judicial con las formalidades debidas; sin embargo, AVG al 
encontrar un error en la dirección del bien materia de remate, decidió hacerse 
valer de este detalle para buscar retrotraer los efectos de la adjudicación. 

 
299. Es decir, AVG buscó impedir la transferencia de 

propiedad para que de ese modo se entienda que el inmueble todavía 
pertenecía a su dominio. Utilizó una estrategia sin mucho asidero legal, pero 
que la casuística nos revela que incluso con estas formulaciones las 
decisiones judiciales pueden recaer en inconsistencias. 

 
300. La cuestión para entender por qué escogió la nulidad y 

no un contencioso administrativo es simple: ¿en qué área se discute un tema 
de propiedad? Pues evidentemente en sede civil, no existe proceso 
contencioso administrativo que determine un derecho sustantivo como el de 
propiedad. 

 
301. AVG conocía que el único juez competente para 

adjudicar propiedad o retrotraer los efectos jurídicos de una ejecución de 
hipoteca era el juez civil; si por ejemplo, el juicio recaía sobre la imposibilidad 
de inscribir la ejecución de hipoteca en el Registro sí era factible verlo en 
sede contenciosa administrativa, pues todo partía de un acto administrativo 
(esquela de observación o tacha que prohíbe la inscripción). 
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302. Con todo lo anterior, AVG optó por la nulidad de acto 
jurídico pues de esa forma se anularía el derecho sustantivo que ostentaba 
GYO sobre el inmueble. Dado que en Derecho existen muchas posibilidades, 
si se hubiera asumido la postura de GYO; es decir, si este último habría 
tenido que demandar tampoco lo podría haber realizado ante un proceso 
contencioso administrativo pues lo que buscaba era corregir la dirección 
consignada en la resolución que dispone la ejecución de la hipoteca. 

 
303. En todo caso pudo haber hecho valer su derecho ante la 

vía constitucional mediante un amparo contra resolución judicial; con la 
finalidad de que se corrija la dirección del inmueble a fin de evitar nulidades 
futuras (como ocurrió). 

 
304. Dado que por norma legal, solo es posible el amparo 

contra resoluciones judiciales tampoco resultaría aplicable el proceso 
contencioso administrativo en el supuesto negado de que AVG jamás hubiera 
pedido la nulidad y GYO hubiera buscado corregir la resolución que le 
adjudicaba el inmueble. 

 
305. La inscripción: ¿acto administrativo o sustantivo? 

 
306. En el Derecho Registral se entiende por inscripción a la 

incorporación de un determinado acto o hecho en el Registro logrando su 
publicidad, además de otros derechos que varían de acuerdo al título que se 
pretenda inscribir. 

 
307. Por su parte, el profesor ORTIZ ha recogido ciertos 

conceptos sobre este detalle, véase: 
 

“Es el asiento principal. Definitivo, y de carácter positivo, 
que se practica en los libros de inscripciones y en el que se hace constar 
de una manera completa la constitución, transmisión o modificación de una 
situación jurídica. (…) Es aquel asiento principal y de carác-ter positivo 
que, recogiendo un hecho o acto registrable, publica la constitución, 
transmisión o modificación del derecho que tal acto crea, transmite o 
modifica, y el titular a quien en adelante corresponde”33 

 
308. Resulta muy importante mencionar que nuestro sistema 

registral, aunque proteja derechos, no es constitutivo. Es decir, no se requiere 
que los actos o hechos sean registrados para que se doten de valor jurídico. 
Se dice entonces que se tiene un Registro meramente declarativo. Es cierto 
también que existen excepciones, como en la hipoteca por ejemplo, donde la 
inscripción es constitutiva, pero ejemplos como este son pocos, por eso prima 
la idea de un Registro que solo declara actos. 

 
33 ORTIZ, Jorge. La inscripción: 30 años después. ¿Quién podrá defenderla? En Revista Themis, 
Nro. 45, 2014, Lima, p. 338 
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309. En ese orden de ideas, la inscripción publicita una 
situación de hecho, un acontecimiento jurídico que ya tuvo origen, que fue 
evaluado por el registrador y cumplió con los requisitos de admisibilidad para 
ser parte del archivo registral logrando su publicidad. 

 
310. Desde los fundamentos 301 al 306 de este trabajo se 

introdujo una explicación de lo que implica un acto administrativo. Entonces, 
se puede concluir de manera preliminar que una inscripción conlleva esta 
naturaleza, véase las razones: 

 
311. Una inscripción cumple con el requisito fundamental del 

derecho administrativo porque es una resolución emitida por un funcionario 
de la Administración, mientras que el administrado es el solicitante de la 
rogatoria. 

 
312. Por tal razón, la inscripción sí es propiamente un acto 

administrativo, pues resulta ser una resolución administrativa que otorga el 
derecho de publicidad al acto extra registral, el cual puede ser un contrato de 
compraventa, un divorcio, una modificación de estatutos, entre otros. 

 
313. Sin embargo, lo peculiar resulta cuando la inscripción 

otorga el derecho; es decir, cuando esta es constitutiva, pues en ese caso se 
podría dudar respecto a su naturaleza siendo un acto administrativo o uno 
sustantivo. 

 
314. Retomemos el ejemplo de la hipoteca, en donde la 

inscripción es constitutiva. La inscripción no deja de ser un acto 
administrativo, pues al igual que todos los títulos del Registro la deliberación 
final es la inscripción o denegatoria, materializado por un pronunciamiento 
formal del registrador. 

 
315. Empero, con la inscripción de la hipoteca realmente se 

constituye el derecho, su publicidad es la condición sin la cual no podría 
configurarse, pues así lo regula el artículo 1099 del Código Civil: 

 
“Son requisitos para la validez de la hipoteca: 
1.- Que afecte el bien el propietario o quien esté autorizado 

para ese efecto conforme a ley. 
2.- Que asegure el cumplimiento de una obligación 

determinada o determinable. 
3.- Que el gravamen sea de cantidad determinada o 

determinable y se inscriba en el registro de la propiedad inmueble.” 
(Subrayado agregado) 
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316. Así como la hipoteca también existen otros derechos 
cuya existencia recae en la publicidad registral, como ocurre con los 
embargos, por ejemplo. 

 
317. En conclusión, se puede decir que la inscripción es 

siempre un acto administrativo, pero que también representa un acto 
constitutivo cuando aborda ciertas figuras jurídicas. 
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CONCLUSIONES: 
 

A. Existen dos formas de adquirir propiedad. Por un lado, existe la originaria, 
mediante el consensualismo. Por otro lado, la derivada la cual proviene de 
un mandato imperativo u orden judicial, aun cuando esta no se encuentra 
regulada dentro del artículo 968 del CC. 

 
B. Cuando se trata de un proceso de ejecución de garantías la propiedad se 

transmite cuando se emite la resolución de transferencia de propiedad a favor 
del adjudicatario. Si bien es cierto se presume propietario, podría perder esta 
condición en caso no abone el saldo del precio del inmueble rematado. Vale 
decir que esta se encuentra sujeta a condición resolutoria. 

 
C. Si se ejecuta una hipoteca, el bien es adjudicado a un tercero en remate. Sin 

embargo, si se anula el derecho de propiedad del adjudicatario debe 
entenderse que el dominio jamás le perteneció. Por lo tanto, siempre se 
mantuvo en la esfera patrimonial del deudor ejecutado hasta que se 
convoque a nuevo remate y adjudicación. 

 
D. Resulta un imposible jurídico que debido a un error material en un proceso 

de ejecución de garantía hipotecaria se termine rematando un inmueble 
distinto al que fue dado para asegurar la obligación del deudor. No se puede 
convalidar la transferencia del bien que jamás fue objeto de proceso de 
ejecución mediante sentencia posterior. 

 
E. El error material es un tema que se presenta con frecuencia en los actos 

jurídicos. Las consecuencias de su existencia jamás acarrean nulidad pues 
así lo han sentenciado diversos colegiados como la Corte Suprema, Tribunal 
Registral y el Tribunal Constitucional. 

 
F. Los títulos que pretendan inscribirse y contengan errores materiales pueden 

ser subsanados si de sus propios elementos periféricos y de sus 
antecedentes registrales resulta indubitable el derecho que emanan. 

 
G. Quien adquiere bajo el principio de buena fe pública registral debe conservar 

su adquisición aun cuando se solicite la nulidad de esta mediante un proceso 
judicial. Si se han cumplido los requisitos que se advierten del artículo 2014 
del CC el dominio sobre el bien no debe anularse. 

 
H. Frente a nulidades manifiestas en los títulos provenientes de resoluciones 

judiciales el registrador no puede denegar el pedido tachando los títulos. De 
hacerlo incurriría en responsabilidad. Por tal motivo, actualmente nuestra 
legislación en materia registral debe incorporar tal potestad al registrador 
para evitar el ingreso de títulos corruptos al Registro. 
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I. Los principios registrales de tracto sucesivo, impenetrabilidad y especialidad 
se relacionan en el sentido de que buscan mantener un Registro que 
evidencie una publicidad válida. Mediante aquellos se obtiene la historia del 
bien, la protección de los actos que diligentemente se presenten y el 
tratamiento especializado para anotar los actos en las partidas 
correspondientes generando orden y seguridad jurídica. 

 
J. Las sentencias judiciales en ocasiones no cumplen con el fin de otorgar 

solución a intereses contrapuestos, sino que terminan generando mayores 
cuando las sentencias de mérito no realizan un correcto análisis del derecho 
invocado. Inclusive se afectan los derechos constitucionales como los de 
acceso a una tutela jurisdiccional efectiva y los de propiedad en el caso 
materia de análisis. 

 
K. Una de las facultades que tienen los jueces es la de corregir las sentencias 

que adolezcan de errores materiales siempre y cuando estos no alteren el 
sentido de la decisión. En caso las instancias respectivas no procedan con la 
rectificación pese a que el recurrente la haya evidenciado quedará expedito 
el derecho para hacerlo valer ante la vía constitucional. 
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